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1. INTRODUCCION. LA TRANSFORMACIÓN DEL ORDEN TRIBUTARIO 

INTERNACIONAL EN EL ÁMBITO DE LA IMPOSICIÓN DIRECTA 

En este primer cuarto del siglo XXI hemos sido testigos del nacimiento y desarrollo de 

un profundo proceso de replanteamiento y adaptación del orden tributario internacional 

para adecuarlo a la nueva realidad económica y cuyos resultados son todavía muy 

inciertos.  

La globalización, la liberalización de los mercados de capitales, el desarrollo tecnológico 

y la digitalización de la economía han puesto sobre la mesa las limitaciones de algunos 

de los principios, conceptos y asunciones sobre los que se asienta la fiscalidad 

internacional (v.gr., establecimiento permanente, principio de plena competencia, 

dicotomía entre residencia y fuente) para garantizar una tributación efectiva y más 

equitativa de las manifestaciones de capacidad contributiva producidas en el escenario 

internacional, tanto por personas físicas como, particularmente, por empresas 

multinacionales. Todo ello, en un contexto de sucesivas crisis ‒financiera, climática y 

sanitaria‒ generadoras de profundas perturbaciones económicas y sociales que obligan a 

buscar nuevos recursos tributarios con los que financiar las necesidades colectivas. 

 
1 Este trabajo forma parte de la Cátedra Jean Monnet de la Universidad de Castilla-La Mancha sobre la 

protección de los derechos fundamentales de los contribuyentes en el Derecho de la UE (EUTAXRIGHTS- 

Project: 101175282; ERASMUS-JMO-2024-HEI-TCH-RSCH) y del proyecto de investigación “La 

fiscalidad del capital desde la perspectiva de la justicia tributaria” -FISCAP- (CIAICO/2023/063), 

financiado por la Conselleria d’Educació, Cultura, Universitats i Ocupació de la Generalitat Valenciana. 
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La mundialización de la economía ha puesto de manifiesto la incapacidad de los Estados 

para afrontar de forma unilateral las exigencias de una distribución justa de la carga 

tributaria entre los contribuyentes, así como las limitaciones del tradicional enfoque 

bilateral basado en los convenios de doble imposición para responder a los retos derivados 

de la interacción creciente de las normas tributarias. A su vez, el desarrollo tecnológico y 

la digitalización económica han traído consigo importantes cambios en los modelos de 

negocio, operativa, estructura de funcionamiento e inversión y gestión organizativa de las 

empresas, particularmente de los grupos de empresas multinacionales, que favorece la 

inmaterialización del proceso de generación de valor económico e impide la tributación 

en origen al desarrollar la actividad sin necesidad de presencia física.   

La relevancia de estas cuestiones para el futuro del orden tributario internacional está 

fuera de toda duda, como muestran las iniciativas y propuestas que desde organizaciones 

internacionales e instancias nacionales se vienen sucediendo para afrontarla. Así, la 

formulación de propuestas a nivel internacional por parte de la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) ‒actor principal en este proceso con el 

apoyo político del G20‒ se ha enderezado, junto a la tradicional corrección de la doble 

imposición internacional y la prevención de la evasión y la elusión fiscales, hacia cuatro 

esferas de actuación principal2: la lucha contra la competencia fiscal dañina; la mejora de 

la eficacia de la cooperación administrativa internacional; la contención de la erosión de 

la base imponible y el traslado de beneficios propiciados por la existencia de vacíos y 

disparidades entre los sistemas tributarios nacionales y aprovechados mediante 

estrategias de planificación agresiva; y la búsqueda de una solución global para reformar 

el sistema internacional de imposición sobre las sociedades en respuesta a los desafíos 

fiscales planteados por la digitalización de la economía, que implica la reasignación de 

derechos de imposición a las denominadas jurisdicciones de mercado y un nivel mínimo 

de imposición efectiva sobre los beneficios de los grandes grupos multinacionales.  

La Unión Europea (UE) ha trabajado de forma paralela y, en términos generales, alineada 

con la OCDE en esos ámbitos de actuación. No obstante, las características y elementos 

diferenciales de la Unión como organización supranacional (fines, atribución de 

competencias, proceso de toma de decisiones, cauces procedimentales) explican la 

existencia de aspectos diferenciales tanto en la concepción como en el desarrollo de las 

distintas propuestas, así como el empleo de instrumentos jurídicos de mayor intensidad y 

alcance para la consecución de los objetivos buscados.  

En este contexto, el objeto de este capítulo es exponer la evolución de los trabajos de la 

OCDE y la UE en esas esferas de actuación en el ámbito de la imposición directa, 

fundamentalmente societaria3, incidiendo en las similitudes y discrepancias en sus 

respectivos planteamientos y estrategias, objetivos, proposición de medidas y resultados 

(epígrafes 2 y 3). Este examen permitirá, asimismo, identificar algunos de los elementos 

sobre los que pivota el actual escenario de la fiscalidad internacional y apuntar aspectos 

pendientes de mejora (epígrafe 4). 

2. PRINCIPALES ESFERAS DE ACTUACIÓN Y EVOLUCIÓN DE LAS 

PROPUESTAS DE LA OCDE/G20 Y LA UE 

2.1. LA COMPETENCIA FISCAL DAÑINA Y BUENA GOBERNANZA FISCAL 

 
2 GARCÍA PRATS (2025), pág. 11. 
3 Queda fuera del objeto de este trabajo el análisis de las iniciativas de la OCDE y la UE relacionadas con 

el IVA y las operaciones internacionales de bienes y servicios, cuestiones abordadas en el capítulo 68 de 

esta obra.   
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En las postrimerías del siglo XX, los esfuerzos de la OCDE y de la UE se dirigieron a 

desarrollar medidas para contrarrestar las distorsiones ocasionadas por los regímenes 

tributarios preferenciales de carácter pernicioso y los paraísos fiscales, principales 

exponentes de la competencia fiscal dañina, sobre las decisiones de localización de los 

factores económicos de mayor movilidad (capital e inversión empresarial) y sus 

consecuencias para las bases imponibles nacionales.  

A nivel internacional, el punto de partida de los trabajos contra la competencia fiscal 

perniciosa se encuentra en la publicación del informe, elaborado por el Comité de Asuntos 

Fiscales de la OCDE, de 9 de abril de 1998, titulado “Competencia fiscal perniciosa: Un 

problema mundial emergente”4. En él se contenían los criterios identificadores del 

carácter perjudicial de las medidas y prácticas fiscales nacionales ‒desarrollados y 

ampliados en sucesivos informes de progreso‒ y se establecían recomendaciones a los 

Estados miembros de la organización para su corrección o eliminación. La supervisión de 

la correcta aplicación de las recomendaciones efectuadas se encomendó al Foro sobre 

Prácticas Fiscales Perniciosas (Forum of Harmful Tax Practices o FHTP, por sus siglas 

en inglés).  

El conjunto de factores tenidos en cuenta en el reconocimiento de los regímenes fiscales 

perniciosos puede reconducirse a la nula o reducida tributación de determinados tipos de 

renta (procedente de actividades financieras, bancarias o aseguradoras, así como centros 

de coordinación o distribución), la estanqueidad (ring fencing) y falta de transparencia e 

intercambio de información en relación con su aplicación. En el caso de los paraísos 

fiscales, los elementos a considerar inicialmente fueron una tributación nula o nominal 

generalizada, la falta de transparencia, la existencia de normas jurídicas o prácticas 

administrativas que impidieran el acceso a información relativa a los contribuyentes o 

actividades realizadas en dicho territorio y la inexistencia de una actividad económica 

real o sustancial por parte del contribuyente en su territorio.  

Sobre la base de estos criterios, la OCDE elaboró una lista en la que se incluyeron todos 

aquellos territorios que pudieran calificarse como paraísos fiscales, recomendando 

determinadas medidas defensivas contra ellos. Sin embargo, a partir de 2001, los trabajos 

en esta materia experimentaron un giro significativo, en respuesta a las condiciones 

impuestas por Estados Unidos, de modo que la falta de transparencia e intercambio de 

información se convirtieron en los criterios determinantes para apreciar la existencia de 

un paraíso fiscal o jurisdicción no cooperativa5. Con ello se buscaba la cooperación de 

tales jurisdicciones, a través del suministro de información tributaria a solicitud de otro 

Estado, para conocer las rentas o patrimonios localizados en ellas, sin que pudiera 

oponerse el secreto bancario o la inexistencia de interés doméstico alguno. El intercambio 

de información debía contener toda la información relevante para la correcta aplicación 

del sistema tributario del Estado requirente, con la debida confidencialidad en aras de 

salvaguardar los derechos e intereses de los contribuyentes afectados. Desde la OCDE se 

supervisó la observancia de esos estándares por parte de los denominados paraísos 

fiscales cooperativos, clasificándolos en tres grupos (listas negra, gris y blanca) en 

función de su grado de ejecución.  

Otro hito importante en la estrategia internacional contra las jurisdicciones no 

cooperativas se produjo en el contexto de la crisis financiera y económica global de 

finales de los años dos mil, con el establecimiento de un sistema de evaluación por pares 

(peer review), consistente en la revisión individualizada de la observancia de los 

 
4 OCDE (1998). 
5 OCDE (2001). 
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estándares en materia de transparencia e intercambio de información tributaria por parte 

de una comisión integrada por representantes de la OCDE y de la mayoría de las 

jurisdicciones cooperativas.  Dicha revisión abarca tanto la existencia de instrumentos 

normativos necesarios para el suministro de información, como su grado de operatividad 

real, esto es, la aplicación efectiva del intercambio, poniendo de manifiesto la naturaleza 

dinámica y abierta de los trabajos de la OCDE en este ámbito. En este sentido, la mayoría 

de las jurisdicciones objeto de revisión son calificadas como cumplidoras o altamente 

cumplidoras de estos estándares. 

Asimismo, desde muy temprano, la labor del FHTP se centró en la transparencia e 

intercambio de información, extremo que muestra la centralidad de estas dos cuestiones 

en la lucha contra la competencia fiscal perjudicial y, por ende, en la planificación fiscal 

agresiva que, en muchos casos, es el envés de aquella.  

Con el “Plan de Acción contra la Erosión de la Base Imponible y el Traslado de 

Beneficios” (Base Erosion and Profit Shifting Project, en adelante Plan BEPS), la OCDE 

retomó la cuestión de los regímenes fiscales perniciosos, cuya acción 56, por un lado, hizo 

descansar su identificación en la ausencia de actividad económica sustancial7 y, por otro, 

trató de incrementar la transparencia sobre ciertas decisiones administrativas (tax rulings) 

que pueden dar lugar a situaciones de elusión fiscal, proponiendo a tales efectos el 

intercambio espontáneo y obligatorio de información sobre ellas, promoviendo mayor 

certeza y previsibilidad en el tratamiento fiscal aplicable. Todo ello con el objetivo común 

de lograr una competencia fiscal leal entre los diferentes países que redujese las 

distorsiones en la localización del capital y los servicios. La acción 5 jugó un papel clave 

dentro del Plan BEPS, al ser una de las cuatro acciones conformadoras del estándar 

mínimo y quedar sujeta a un proceso de revisión de los avances realizados en sede del 

Foro sobre Prácticas Fiscales Perniciosas. Desde entonces, el trabajo de este Foro se ha 

centrado en tres áreas principales: la revisión de los regímenes fiscales preferenciales, 

para asegurar que éstos no son perjudiciales8, el seguimiento y evaluación por pares del 

marco de transparencia derivado de la acción 5 del Plan BEPS9 y la revisión de los 

requisitos de actividad económica sustancial en jurisdicciones con una tributación nula o 

nominal10.  

En el ámbito de la UE, la lucha contra la competencia fiscal perjudicial antes de la llegada 

de BEPS se desarrolló en esencia de forma paralela a la OCDE, a partir de una estrategia 

de coordinación fiscal intergubernamental no vinculante sustentada en la Resolución del 

Consejo y los representantes de los Estados miembros de 1 de diciembre de 1997, relativa 

a un Código de Conducta sobre fiscalidad de las empresas11. En origen, su finalidad 

 
6 OCDE/G20 (2015). 
7 Con ello se pretende que las ventajas fiscales asociadas a los regímenes preferenciales sean reconocidas 

únicamente si la entidad que las pretende llevar a cabo realiza una actividad económica sustancial -

vinculada al régimen en cuestión- en el país que las concede. Dada la relevancia y proliferación 

internacional de los regímenes preferenciales relacionados con la propiedad intelectual, la acción 5 realizó 

un primer análisis específico de ellos basado en el enfoque del nexo (nexus approach) o relación existente 

entre los ingresos y los gastos vinculados con el desarrollo del activo intangible; posteriormente, extendió 

este mismo principio, aunque con menor grado de detalle, a otros regímenes preferenciales considerados 

habituales en la práctica.  
8 OCDE/G20 (2019); OCDE/G20 (2025). 
9 En febrero de 2021, se publicaron los términos de referencia y metodología renovados para la revisión 

por pares sobre la norma de la acción 5 para el intercambio de información sobre tax rulings (marco de 

transparencia) para los años 2021-2025, tal y como fue aprobado por el Marco Inclusivo sobre BEPS. 

OCDE/G20 (2021). 
10 OCDE/G20 (2018). 
11 DOUE, C-2, 6 de enero de 1998. 
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principal era detectar y evaluar regímenes fiscales preferenciales que estableciesen un 

nivel de imposición más bajo que el aplicable con carácter general y que pudieran resultar 

perjudiciales, al constituir una amenaza para el buen funcionamiento del mercado interior. 

Entre los rasgos distintivos de este tipo de regímenes pueden destacarse la limitación de 

las medidas a los no residentes ‒o a operaciones realizadas con éstos‒, la no afectación 

de las bases imponibles nacionales, la inexistencia de actividad económica o presencia 

sustancial, la falta de ajuste a los principios internacionalmente reconocidos en materia 

de precios de transferencia, así como la falta de transparencia. Asimismo, los Estados 

miembros asumían los compromisos de no implementar nuevas medidas fiscales 

perniciosas (standstill) y de revisar sus disposiciones tributarias sobre la base de estos 

criterios, modificando o suprimiendo las que se consideraran lesivas (rollback). A los 

efectos de evaluar las medidas fiscales potencialmente lesivas, en 1998 se creó el Grupo 

“Código de Conducta”, formado por representantes de alto nivel de los Estados miembros 

y de la Comisión Europea, y que ha evaluado desde entonces un gran número de 

regímenes fiscales preferenciales.  

A partir de 2006, el trabajo del grupo del Código de Conducta se amplió de forma 

paulatina tanto a nuevos ámbitos dentro del mandato existente, como al estudio, reflexión 

y elaboración de propuestas de implementación de las medidas del Plan BEPS de la 

OCDE12. Asimismo, el objetivo de la UE de expandir los principios inspiradores de una 

buena gobernanza tributaria (transparencia, intercambio de información y competencia 

fiscal leal) a una base geográfica lo más amplia posible13 supuso la reorientación de la 

actuación del grupo del Código de Conducta hacia la elaboración de pautas y principios 

de gobernanza tributaria y a la formulación y actualización de la lista de jurisdicciones 

no cooperativas de la Unión Europea14. Por tanto, en la actualidad, su ámbito de actuación 

no se circunscribe al seguimiento de los regímenes tributarios de los Estados miembros 

de la UE, sino que también alcanza a terceros países y territorios no miembros, “a partir 

de la elaboración de criterios generales que toman en cuenta las exigencias de 

transparencia y buen gobierno tal como han sido desarrolladas en el seno de la OCDE”15. 

Por último, el 8 de noviembre de 2022, el Consejo de Asuntos Económicos y Financieros 

aprobó una revisión del Código de Conducta, en la que se amplía su ámbito de aplicación 

para incluir, junto a la evaluación de las medidas fiscales preferentes, las denominadas 

“características fiscales de aplicación general”, que generan oportunidades de doble no 

imposición o que conllevan el empleo doble o múltiple de ventajas fiscales. El Código de 

Conducta revisado, que también establece un procedimiento para la evaluación de estas 

características, se aplica desde el 1 de enero de 2024 y abarca las características fiscales 

de aplicación general que se introduzcan después del 1 de enero de 202316.  

Los instrumentos y procedimientos de actuación nacidos del consenso político y 

adoptados por la OCDE y la UE para contrarrestar los efectos perniciosos de la 

competencia fiscal han tenido una importante repercusión práctica, consiguiendo que el 

ejercicio de las competencias tributarias nacionales en materia de imposición societaria 

quede condicionado por los compromisos alcanzados a nivel internacional o 

supranacional. No obstante, ambos procesos, internacional y supranacional, frente a la 

 
12 Véase MARTÍN JIMÉNEZ (2016), pág. 1028.  
13 COMISIÓN EUROPEA (2009).  
14 La última actualización de la lista, adoptada por el Consejo el 18 de febrero de 2025, recoge un total de 

11 territorios. 
15 GARCÍA PRATS (2025), pág. 13.  
16 Council conclusions on the reform of the Code of Conduct for Business Taxation, 14452/22, FISC 214, 

ECOFIN 1131. 
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competencia fiscal perniciosa, aun siendo paralelos y teniendo zonas comunes, presentan 

importantes diferencias17, entre la que destacan las derivadas de la diferente naturaleza 

jurídica de los procedimientos, reglas de formación de la voluntad e instrumentos 

normativos empleados por ambas organizaciones internacionales, incidiendo 

directamente sobre su alcance y efectos. Así, en sede de la UE, la posible evaluación de 

los regímenes fiscales preferenciales a la luz de la prohibición general de ayudas de 

Estado (artículo 107.1 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea), ha 

contribuido a fortalecer, a través de normas de hard law, el compromiso político 

previamente alcanzado, mediante el ejercicio de las competencias de control de las ayudas 

estatales ilegales e incompatibles con el Derecho de la UE por parte de la Comisión 

Europea18.  

En ese mismo orden de ideas, cabe avanzar que en 2015 se procedió a reformar la 

Directiva (UE) 2011/16/UE del Consejo, de 15 de febrero de 2011, sobre cooperación 

administrativa en materia de fiscalidad (en adelante, DAC 1) para establecer el 

intercambio automático y obligatorio de información en relación con los acuerdos 

tributarios previos con efectos transfronterizos y acuerdos previos sobre precios de 

transferencia en la Unión Europea. 

2.2. LA COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA INTERNACIONAL  

Otra de las esferas de actuación claramente identificables en la escena de la fiscalidad 

internacional de las dos últimas décadas es, como ya se ha avanzado en el apartado 

anterior, la proliferación de propuestas internacionales y supranacionales tendentes a 

reforzar la cooperación administrativa internacional en materia tributaria, para luchar de 

forma más eficiente y efectiva contra la evasión y la elusión fiscal, la planificación fiscal 

agresiva y la competencia fiscal perniciosa, en un contexto de crisis económica, financiera 

y presupuestaria generalizadas. 

El fortalecimiento de la cooperación administrativa internacional en materia tributaria 

está estrechamente relacionado con la dimensión del concepto de “transparencia” como 

principio inspirador de la buena gobernanza tributaria. De hecho, una de las tendencias 

más claras y significativas del marco fiscal internacional en los últimos tiempos ha sido 

la intensificación de la cooperación administrativa gracias, esencialmente, a dos tipos de 

actuaciones. De un lado, el refuerzo de las normas mínimas de transparencia para mejorar 

la eficacia de los instrumentos normativos que permiten el intercambio de información 

fiscalmente relevante previa solicitud19. De otro, la evolución, facilitada por los avances 

 
17 Véase PINTO (1998), págs. 386-389; y MALDONADO GARCÍA-VERDUGO (2001), págs. 37-60. 
18 A este respecto, véase MORENO GONZÁLEZ (2017). 
19 El artículo 26 de los Modelos de Convenio Tributarios, tanto de la OCDE como de la ONU, constituyen 

la previsión habilitante más extendida para el intercambio bilateral de información con fines fiscales una 

vez trasladada a los convenios de doble imposición. Ese precepto convencional establece el marco legal 

para la intercambio de información tanto previa solicitud, como de forma espontánea o de manera 

automática. Sin embargo, tradicionalmente, la primera de las modalidades (intercambio de información 

previa solicitud o rogado) fue la única objeto de implementación y desarrollo, al ser considerado el estándar 

de cooperación administrativa aceptado internacionalmente. En el año 2000, el artículo 26.1 del Modelo de 

Convenio Tributario de la OCDE fue modificado con la finalidad de ampliar el ámbito objetivo del 

intercambio de información, permitiendo intercambiar la información necesaria relativa a impuestos de 

toda clase y naturaleza percibidos por los Estados contratantes en todos sus niveles de gobierno. En la 

revisión de 2005 se introdujeron dos nuevos apartados 4 y 5 a efectos de aclarar que el Estado requerido no 

podía denegar una solicitud de información en virtud del secreto bancario o por no tener interés fiscal 

doméstico en ella. En 2012 se añadió un inciso final en su apartado 2 con objeto de admitir expresamente 

que la información recibida por el Estado requirente pudiera ser utilizada para otros fines, distintos de los 

estrictamente tributarios, siempre que dicha información pudiera utilizarse para esos otros fines con arreglo 
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tecnológicos, hacia un nuevo modelo de cooperación administrativa basado en la 

generalización del intercambio automático de información tributaria, habilitado a través 

tanto de convenios multilaterales20, como acuerdos internacionales de desarrollo de 

normas internas21, o reglamentos o directivas europeas22. Una tendencia que responde al 

común entendimiento de que solo mediante una mayor transparencia y una cooperación 

administrativa más intensa y eficaz se puede garantizar el cumplimiento adecuado de las 

obligaciones fiscales, con el fin de combatir eficazmente la elusión y la evasión fiscales, 

la planificación fiscal agresiva o la competencia fiscal perniciosa en un contexto de 

economía globalizada y digitalizada.  

Esas ideas encuentran reflejo en el Plan BEPS de la OCDE/G20 donde el pilar de 

“transparencia” sobre el que se erige el citado proyecto se materializó en una serie de 

acciones (5, 12 y 13) en las que la cooperación administrativa a través del intercambio de 

información ha jugado un papel determinante. 

En el desarrollo de esas actuaciones ha desempeñado un rol crucial el Foro Global sobre 

Transparencia e Intercambio de Información con Fines Fiscales (Global Forum on 

Transparency and Exchange of Information for Tax Purposes), fundado en 2000 en el 

seno de la OCDE e integrado en la actualidad por más de 170 jurisdicciones. El Foro 

Global es el encargado de supervisar y revisar la aplicación de las normas internacionales 

sobre transparencia e intercambio de información previa solicitud, evaluando, a través de 

 
a la legislación de ambos Estados (requirente y requerido) y la autoridad competente del Estado que la 

proporciona autorice dicho uso. Asimismo, en los comentarios al artículo 26 del Modelo de Convenio 

Tributario de la OCDE se aclaró que las solicitudes de información relativas a un grupo de contribuyentes 

no identificados individualmente estaban cubiertas por el citado artículo, siempre que se demostrase 

suficientemente la pertinencia previsible de la información solicitada.  

En abril de 2002, la OCDE publicó un Modelo de Convenio sobre intercambio de información en materia 

tributaria (Model agreement on exchange of information on tax matters) que permitiese instrumentar, de 

forma bilateral o multilateral, el intercambio de información en materia tributaria. El Modelo fue elaborado 

por el Global Forum Working Group of Effective Exchange of Information, integrado por representantes de 

varios Estados miembros de la OCDE, así como delegados de algunos países y jurisdicciones no miembros 

calificados como áreas de baja tributación. Pese a carecer de fuerza vinculante, en él se recogían los 

estándares mínimos de transparencia e intercambio de información que debían cumplir los paraísos fiscales 

cooperativos a efectos de no sufrir o soportar medidas defensivas por parte de los países miembros de la 

OCDE, impulsando la firma de un buen número de acuerdos bilaterales específicos. Además, ese Modelo 

consolidó el estándar de transparencia e intercambio de información a efectos del proyecto de la OCDE 

sobre competencia fiscal perjudicial, posteriormente incorporado en el Modelo de Convenio de la OCDE 

para evitar la Doble Imposición a partir de 2005.  

Mención expresa merece, igualmente, el Convenio Multilateral de la OCDE y el Consejo de Europa de 

asistencia administrativa mutua en materia tributaria, firmado el 25 de enero de 1988, sobre asistencia 

administrativa mutua en materia tributaria, modificado mediante Protocolo en 2010 para adaptarlo a los 

nuevos estándares de transparencia e intercambio de información y abrir el Convenio a terceros países.  

Ambos textos han sido ratificados por España.  
20 Protocolo de enmienda al Convenio Multilateral de Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal, 

firmado en París el 27 de mayo de 2010. Con base en este Convenio Multilateral se han elaborado los 

acuerdos multilaterales entre autoridades competentes sobre el intercambio automático de información 

sobre cuentas financieras (CRS MCAA), el intercambio de información sobre operaciones con criptoactivos 

(CARF MCAA), el intercambio de informes país por país (CbC MCAA) y el intercambio de información 

sobre rentas obtenidas a través de información recabada por las plataformas digitales.  
21 Mediante la firma de acuerdos intergubernamentales (IGA) en desarrollo y aplicación de la normativa 

estadounidense sobre cumplimiento tributario de cuentas extranjeras (Foreign Account Tax Compliance Act 

‒FACTA‒) de 18 de marzo de 2010, con clara influencia sobre los posteriores avances en materia de 

intercambio automático de información tributaria a nivel internacional y supranacional.  
22 Además de la ya citada Directiva 2011/16/UE del Consejo, de 15 de febrero de 2011, ha de mencionarse 

el Reglamento (UE) 904/2010 del Consejo, de 7 de octubre de 2010, relativo a la cooperación administrativa 

y la lucha contra el fraude en el ámbito del impuesto sobre el valor añadido.  
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un proceso de revisión por pares, el marco jurídico y normativo de cada jurisdicción y la 

aplicación de dicho marco en la práctica23.  Asimismo, ha desarrollado un papel esencial 

en el diseño y aplicación de las propuestas internacionales de intercambio automático de 

información con fines fiscales24.    

La Unión Europea ha apoyado y participado activamente en esta tendencia global hacia 

una mayor transparencia y cooperación administrativa en materia tributaria. Prueba de 

ello es que entre los objetivos originarios de la DAC 1 se encontraba alinear la normativa 

europea sobre la materia con el contexto internacional de potenciación y mejora de la 

eficacia del estándar mínimo de transparencia e intercambio rogado de información 

imperante en ese momento25. Además, desde la Comunicación de 6 de diciembre de 2012 

sobre un plan de acción para reforzar la lucha contra el fraude y la evasión fiscales, la 

Comisión ha hecho hincapié en la necesidad de promover enérgicamente el intercambio 

automático de información como norma europea e internacional de transparencia y 

cooperación administrativa en el ámbito tributario26. Por otra parte, las características y 

elementos definidores del Derecho de la UE han permitido realizar en el escenario 

europeo mayores avances que los realizados a nivel internacional, gracias a la aprobación 

de una norma jurídica vinculante para los Estados miembros, cuya interpretación y control 

de adecuado cumplimiento por parte de los Estados se residencia en última instancia ante 

el Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

Desde su aprobación, la Directiva 2011/16/UE ha sido modificada, por el momento, en 

ocho ocasiones, con la finalidad, entre otras, de mejorar la transparencia y la cooperación 

administrativa a través del intercambio automático de información27. Por medio de estas 

 
23 Entre 2009 y 2010, el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información trabajó para 

garantizar la aplicación rápida y eficaz de las normas mínimas de transparencia para el intercambio de 

información tributaria previa solicitud, es decir, las condiciones mínimas de transparencia que los diferentes 

Estados y jurisdicciones estaban obligados a cumplir para lograr la igualdad de condiciones en materia 

fiscal. Esta norma mínima implicaba el cumplimiento de los siguientes requisitos: el suministro 

generalizado de información fiscal previa solicitud, sin posibilidad de invocar el secreto bancario o la falta 

de interés del Estado requerido en proporcionarla; el intercambio de toda la información previsiblemente 

pertinente para la correcta aplicación del sistema tributario del Estado requirente; y la confidencialidad de 

la información facilitada, con el objetivo de proteger los derechos e intereses de los contribuyentes 

afectados. En marzo de 2010, el Foro Global inició un proceso de revisión por pares para verificar la 

aplicación efectiva de estos mínimos por los diferentes países. El intercambio efectivo de información 

tributaria gira en torno a tres elementos esenciales: la disponibilidad de información adecuada, precisa y 

actualizada; el acceso a la información; y la existencia de mecanismos de intercambio de información. La 

norma de mínimos se revisó en 2016 para adaptarla a la actualización de 2012 del artículo 26 del Modelo 

de Convenio tributario de la OCDE.  
24 Un paso decisivo en el establecimiento del estándar de transparencia en el intercambio automático de 

información fue la publicación por la OCDE, en julio de 2014, de la nueva norma internacional para el 

intercambio automático de información sobre cuentas financieras entre autoridades fiscales con 

periodicidad anual (Common Reporting Standard). Para garantizar su plena eficacia, el Foro Global revisa 

el marco jurídico internacional y nacional de cada jurisdicción para asegurarse de que es completo, y efectúa 

una revisión de la eficacia en la aplicación práctica de la norma. Véase OCDE, Peer Review of the Automatic 

Exchange of Financial Account Information, 2024 Update.  
25 Directiva 2011/16/UE, considerandos 4 y 5. 
26 COMISIÓN EUROPEA (2012), pág. 11. 
27 Reformas efectuadas por medio de: la Directiva (UE) 2014/107/UE del Consejo, de 9 de diciembre de 

2014 (DAC 2), por la que se introduce la obligación, principalmente para las entidades financieras, de 

comunicar determinada información sobre cuentas financieras de sus clientes no residentes, así como el 

intercambio automático de esa información entre los Estados miembros. La Directiva (UE) 2015/2376 del 

Consejo, de 8 de diciembre de 2015 (DAC 3), por la que se establece la obligación a cargo de las 

administraciones tributarias de los Estados miembros de comunicar determinada información sobre tax 

rulings y APA transfronterizos, así como de proceder al intercambio automático de esa información con el 

resto de los Estados miembros a través de un directorio central seguro. La Directiva (UE) 2016/881 del 
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reformas se han establecido nuevas obligaciones de comunicación de información a cargo 

de los contribuyentes, de terceros (instituciones financieras, intermediarios fiscales, 

operadores de plataformas digitales, proveedores de servicios de criptoactivos) y de las 

propias administraciones tributarias. Unos datos e información comunicados en virtud de 

estas nuevas obligaciones de información (sobre determinadas cuentas financieras, tax 

rulings y APA transfronterizos, informes país por país de grandes grupos multinacionales, 

mecanismos de planificación fiscal potencialmente agresivos, información sobre 

operaciones realizadas a través de plataformas digitales,  información relativa a 

operaciones con criptoactivos y dinero electrónico, o en el ámbito del impuesto mínimo 

complementario global) que son objeto de intercambio regular y automático entre los 

Estados miembros.   

En líneas generales, esas reformas están alineadas con las propuestas formuladas en las 

distintas acciones (5, 12 y 13) del Plan BEPS de la OCDE y con las iniciativas y acciones 

posteriores de esta organización internacional tendentes a ahondar en la cooperación 

administrativa para reforzar el cumplimiento de las obligaciones fiscales internacionales 

en un contexto de creciente digitalización de economía (economía de plataformas, 

criptoactivos, imposición mínima global)28. No obstante, la evolución experimentada por 

la DAC 1 no debe ser vista como una simple ejecución, a nivel europeo, de las iniciativas 

internacionales en la materia, sino como el desarrollo de una estrategia fiscal propia de 

las instituciones europeas, basada en instrumentos de hard law, en la que, además de 

luchar contra los fenómenos de la evasión y la elusión fiscales, la planificación fiscal 

agresiva y la competencia fiscal perniciosa, se pretende promover una fiscalidad más justa 

y salvaguardar el buen funcionamiento del mercado interior29. 

 
Consejo, de 25 de mayo de 2016 (DAC 4), por la que se obliga a determinados grupos multinacionales con 

presencia en Europa a proporcionar información país por país y se prevé el intercambio automático de dicha 

información entre las administraciones tributarias de los Estados miembros. La Directiva (UE) 2016/2258 

del Consejo, de 6 de diciembre de 2016 (DAC 5), que permite el acceso de las autoridades tributarias a 

información sobre la titularidad real recabada en el ámbito de la lucha contra el blanqueo de capitales. La 

Directiva (UE) 2018/822 del Consejo, de 25 de mayo de 2018 (DAC 6) por la que se establece la obligación 

a cargo de intermediarios fiscales y, en su caso, de los contribuyentes de comunicar mecanismos de 

planificación fiscal potencialmente agresivos, acompañada de un posterior intercambio automático y 

periódico de esa información entre los Estados miembros a través de un directorio central seguro. La 

Directiva (UE) 2021/514 del Consejo, de 22 de marzo de 2021 (DAC 7), por la que se impone la obligación 

a los operadores de plataformas obligados a comunicar información de remitir a las autoridades fiscales del 

Estado miembro en que se registren determinada información sobre los vendedores que operen en ellas, 

seguido del intercambio de esa información con el Estado miembro de residencia del vendedor o, en el caso 

de arrendamientos, con el Estado donde esté localizado el inmueble. La Directiva (UE) 2023/2226 del 

Consejo, de 17 de octubre de 2023 (DAC 8) establece la obligación para los proveedores de servicios de 

criptoactivos de comunicar información relativa a operaciones con criptoactivos y dinero electrónico, 

seguido de un intercambio automático de dicha información entre las autoridades tributarias de los Estados 

miembros. Asimismo, prevé el intercambio automático de información sobre los acuerdos previos con 

efecto transfronterizo relativos a personas físicas por encima de determinado umbral específico. Y, por 

último, la Directiva (UE) 2025/872 del Consejo, de 14 de abril de 2025 (DAC 9), que amplía la cooperación 

y el intercambio automático de información en el ámbito del impuesto mínimo complementario global para 

grandes grupos (Pilar 2), estableciendo el contenido de la declaración informativa del impuesto 

complementario y simplificando su sistema de presentación e intercambio de información entre las 

autoridades de los Estados miembros. Esta directiva deberá ser traspuesta no más tarde del 31 de diciembre 

de 2025. 
28 Véase OCDE (2020); También, OCDE (2023). El BOE de 27 de mayo de 2025 ha publicado el Acuerdo 

Multilateral entre autoridades competentes sobre intercambio automático de información en virtud del 

Marco de Comunicación de Información sobre Criptoactivos (CARF) y las enmiendas a la norma común 

de comunicación de información financiera (CRS). España ha pasado a considerarse signataria del Acuerdo 

desde el 26 de noviembre de 2024. Asimismo, OCDE/G20 (2025a).  
29 CALDERÓN CARRERO (2016), págs. 120-121.  
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El refuerzo de la transparencia a través de los nuevos estándares y normas de cooperación 

administrativa internacional en el ámbito tributario ha tenido efectos sustanciales a nivel 

normativo, aplicativo y de gestión tributaria. De este modo, ha supuesto un 

fortalecimiento de las potestades de las administraciones tributarias de los Estados 

cooperantes, favoreciendo la prevención y el control del cumplimiento efectivo de las 

obligaciones tributarias en el contexto transfronterizo30. Asimismo, la proliferación de 

medidas destinadas a garantizar una mayor transparencia y cooperación administrativa en 

el ámbito tributario a través de nuevas exigencias de comunicación de información a 

cargo de los contribuyentes o de terceros y el ulterior intercambio automático de esa 

información entre administraciones ha impulsado una variación en la dinámica de las 

relaciones entre la Administración tributaria y los contribuyentes. Gracias al análisis de 

los datos recopilados mediante tecnologías de big data e inteligencia artificial, es posible 

desarrollar herramientas de tipo preventivo con las que se busca esencialmente 

incrementar el nivel de cumplimiento voluntario de las obligaciones tributarias, además 

de proporcionar a las autoridades fiscales una valiosa información que permita realizar 

análisis de riesgos de posibles incumplimientos.  

En términos de política fiscal, las mayores exigencias de transparencia y de cooperación 

administrativa internacional han constituido la respuesta a los desafíos que la 

globalización y la digitalización de la economía generan sobre los ordenamientos 

tributarios nacionales en términos recaudatorios y de equidad, ante la dificultad de atacar 

de raíz el problema de la consecución de una tributación justa de los grupos 

multinacionales, dada la insuficiencia de las reglas tradicionales de la fiscalidad 

internacional para afrontarlos adecuadamente31. De ahí que se haya advertido que los 

grandes avances producidos en materia de transparencia y cooperación administrativa 

puedan explicarse, al menos en parte, por el menor coste que este tipo de medidas tienen 

para los países, frente a aquellas que suponen una auténtica reforma de las reglas sobre 

las que se erige la tributación internacional de las sociedades, mucho más difíciles de 

consensuar y articular, al implicar un coste mayor para algunos países frente a otros y una 

mayor cesión de soberanía fiscal32. Reflexiones que cobran mayor sentido tras advertir 

las dificultades existentes para alcanzar un consenso global sobre la solución a los retos 

fiscales derivados de la digitalización de la economía basado en la propuesta de los dos 

pilares 1 y 2 del Marco Inclusivo de la OCDE/G20.   

En este escenario permanece abierta la relevante cuestión de la evaluación de la calidad 

y eficacia de la multitud de información proporcionada y el desarrollo de las capacidades 

administrativas que permitan un intercambio efectivo de la información que debe 

obtenerse y proporcionarse33. Sin perjuicio de ello, la principal preocupación que 

acompaña al desarrollo de los nuevos estándares y normas de transparencia y cooperación 

administrativa internacional en materia tributaria es su construcción a espaldas de los 

derechos y garantías de los sujetos afectados por el mismo o, dicho de otro modo, sin 

tener en cuenta la necesidad de reconciliar el interés público con una protección adecuada 

al mayor riesgo de injerencia sobre los derechos fundamentales de los obligados 

 
30 Véase GARCÍA PRATS (2016), pág. 15; y CALDERÓN CARRERO (2017), pág. 829. 
31 Como apunta SOLER ROCH (2017), págs. 15-16, tales reglas descansan sobre tres elementos cuya 

combinación puede tener un efecto muy negativo sobre la justicia del sistema globalmente considerado: la 

soberanía nacional de cada Estado en el ejercicio de su poder tributario; la ausencia de principios jurídicos 

claros en el ámbito del Derecho internacional tributario y una reglas de atribución de la potestad tributaria 

que no garantizan que las rentas tributen de forma efectiva en aquellas jurisdicciones en que se genera el 

valor.  
32 Véase DEVEREUX (2016), pág. 5.  
33 GARCÍA PRATS (2025), pág. 15.  
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tributarios afectados por tales medidas frente al correcto uso de la información obtenida, 

o frente a la obtención de dicha información con las debidas garantías, circunstancia que 

puede llegar a limitar la eficacia real de estos instrumentos34.  

En el Derecho de la Unión Europea, la jurisprudencia del Tribunal de Justicia está siendo 

la principal artífice en la definición de los contornos de la posición jurídica de los 

obligados tributarios afectados por los deberes de comunicación de información y las 

actuaciones y procedimientos de cooperación administrativa transfronteriza, obligando 

con ello “al legislador tributario a tomar conciencia de la necesidad de mejorar los 

instrumentos jurídicos dispuestos para hacerlos efectivos desde la perspectiva del respeto 

a los derechos y garantías de los contribuyentes”35. 

2.3. LA PLANIFICACIÓN FISCAL AGRESIVA 

La crisis financiera y presupuestaria mundial abierta a finales de la primera década del 

siglo XXI puso de manifiesto la necesidad de encontrar nuevas fuentes de recursos 

financieros para las arcas públicas. Paralelamente, a partir de la publicación de distintos 

informes, se constató que algunos contribuyentes, especialmente las empresas 

multinacionales, lograban reducir significativamente su carga tributaria global mediante 

la aplicación de esquemas tributarios específicos que aprovechaban las asimetrías, vacíos 

y descoordinación existente entre diferentes sistemas tributarios, así como los efectos 

provocados por la interacción de los convenios para evitar la doble imposición con dichos 

sistemas y regímenes internos, contando, en ocasiones, con la asistencia de algunas 

autoridades tributarias. 

Con el apoyo político del G7 y el G20, la reacción frente a este fenómeno fue desarrollada 

por la OCDE, que, entre 2013 y 2015, elaboró el plan de acción de lucha contra la erosión 

de bases imponibles y traslación de beneficios, más conocido como Plan BEPS, cuyos 

pilares fundamentales fueron la coherencia del impuesto sobre sociedades a nivel 

internacional, la realineación de la tributación y la sustancia económica, así como la 

transparencia y la seguridad jurídica. Como es sabido, el Plan BEPS constaba de 15 

acciones de naturaleza y alcance variados36. En él se integraban desde acciones de 

carácter transversal ‒como la relativa a los retos fiscales de la economía digital‒; a 

acciones de reforzamiento de la transparencia, intensificación de la cooperación 

administrativa y seguridad jurídica ‒intercambio espontáneo de información relevante 

sobre tax rulings, mandatory disclosure requirements, CbC reporting, mecanismos de 

resolución de controversias‒; propuestas de revisión de conceptos y estándares tributarios 

internacionales ‒noción de establecimiento permanente, valoración a precios de mercado 

de diferentes transacciones  de difícil valoración entre operaciones vinculadas‒; revisión 

 
34 Véase MORENO GONZÁLEZ (2019), págs. 279-319, con abundantes referencias bibliográficas.  
35 GARCÍA MARTÍNEZ (2018), pág. 502.Véanse, a este respecto, las sentencias del Tribunal de Justicia de 8 

de diciembre de 2022 (C-694/20), 29 de julio de 2024 (C-623/22) y 26 de septiembre de 2024 (C-432/23) 

sobre el secreto profesional del abogado como límite al deber de colaboración con la Administración 

tributaria en el marco de la Directiva 2011/16/UE.  
36 Las distintas acciones propuestas se agrupaban en cuatro categorías distintas en función del nivel de 

compromiso exigible para su implantación por parte de los países que se incorporasen al Plan de Acción 

BEPS: estándares mínimos de incorporación obligatoria (acciones 5 ‒prácticas tributarias nocivas‒, 6 ‒

abuso de convenios‒, 13 ‒reporte país por país‒ y 14 ‒procedimientos amistosos‒), enfoques comunes 

(acciones 2 ‒mecanismos híbridos‒ y 4 ‒gastos financieros‒), mejores prácticas (acciones 3 ‒transparencia 

fiscal internacional‒, 7 ‒establecimiento permanente‒, 8 a 10  ‒precios de transferencia‒ y 12 ‒mecanismos 

de planificación fiscal agresiva‒) y otras acciones (acciones 1 ‒retos fiscales de la economía digital‒, 11 ‒

metodología de análisis de datos‒ y 15 ‒instrumento multilateral‒). Con la aprobación del instrumento 

multilateral contemplado en la acción 15 se pretende la adaptación normativa rápida y eficaz de aquellas 

propuestas que precisan la modificación de los convenios tributarios bilaterales (acciones 2, 6, 7 y 14). 
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del acceso a los convenios tributarios internacionales y la prevención de su posible 

aprovechamiento abusivo; y recomendaciones de política tributaria y buenas prácticas a 

incorporar en los ordenamientos tributarios internos ‒refuerzo de las normas en materia 

de transparencia fiscal internacional, límites a la deducibilidad de gastos financieros y 

neutralización de los efectos de los mecanismos híbridos, mediante medidas de defensa y 

reacción para evitar la desimposición‒.  

La aplicación de los distintos mecanismos y medidas acordadas en el Plan BEPS ha 

descansado sobre nuevos instrumentos multilaterales, normas de derecho blando o soft 

law y la adaptación de la normativa tributaria interna por parte de los países 

comprometidos con los postulados del citado plan. De este modo, se ha producido un 

importante reforzamiento y ampliación de la función encomendada a las organizaciones 

internacionales y a nuevos foros o fórmulas de colaboración internacional en la 

configuración de los sistemas tributarios internos, desplazando “el órgano encargado de 

debatir, analizar y proponer medidas de política tributaria, desde un plano puramente 

interno, a cuya esfera competencial corresponden inicialmente, a un plano elevado, 

internacional”37.  

En la Unión Europea, los trabajos en torno al desarrollo de medidas contra la planificación 

fiscal agresiva se desarrollaron de forma paralela a las labores de la OCDE, a través de la 

propuesta de diferentes medidas ‒no siempre coordinadas con las propuestas a nivel 

internacional‒ cuyo precedente inmediato se encuentra en la Recomendación de la 

Comisión sobre “La planificación fiscal agresiva”, de 6 de diciembre de 201238.  No 

obstante, la denominada “BEPS europea” se inició realmente con la Comunicación de la 

Comisión sobre “Un sistema de imposición de las sociedades justo y eficaz en la UE: 

cinco ámbitos de actuación fundamentales”, de 17 de junio de 2015, donde se aprovechó 

el empuje del Plan de Acción BEPS del G20/OCDE, para adoptar, a nivel de la Unión, un 

nuevo enfoque de la fiscalidad de las empresas con el fin de lograr el objetivo de una 

fiscalidad más justa, eficaz y favorable al crecimiento de las empresas de la UE39.  

Por lo demás, el Plan de Acción BEPS fue adoptado en gran medida en la Unión Europea 

a través de la conocida como Directiva Anti-Elusión Fiscal (en adelante, Directiva ATAD) 

en el año 201640, y mediante sucesivas modificaciones a la Directiva 2011/16/UE de 

 
37 GARCÍA PRATS (2025), pág. 17. 
38 COMISIÓN EUROPEA (2012a). 
39 COMISIÓN EUROPEA (2015). En esta comunicación se identificaron cinco ámbitos de actuación 

fundamentales a fin de lograr una fiscalidad más justa y eficaz y luchar eficazmente contra la evasión fiscal 

de las empresas: (i) recuperar y adaptar la propuesta de la Comisión sobre una base imponible consolidada 

común del impuesto sobre sociedades (BICCIS) como solución global al tratamiento de los beneficios; (ii) 

garantizar la imposición allí donde se generan los beneficios, así como su imposición efectiva  ‒mediante 

la modificación de los criterios del código de conducta sobre fiscalidad de las empresas, la refundición de 

la directiva sobre intereses y cánones y su ulterior armonización con la directiva sobre matrices y filiales, 

reduciendo la capacidad de determinadas empresas para eludir completamente la fiscalidad si no hay una 

imposición efectiva en otro lugar de la UE, y la mejora del marco de los precios de transferencia en la UE; 

(iii) establecer medidas adicionales para mejorar el régimen fiscal de las empresas, favoreciendo el 

crecimiento y al empleo en el mercado único ‒con iniciativas para permitir la compensación transfronteriza 

de pérdidas en diferentes Estados miembros y la mejora de los mecanismos de resolución de litigios en 

materia de doble imposición‒; (iv) reforzar las exigencias de transparencia tanto en la UE como en relación 

con terceros países; y (v) mejorar los instrumentos de cooperación y coordinación de los Estados miembros 

en la lucha contra la elusión fiscal y la planificación fiscal agresiva ‒auditorías fiscales de empresas 

transfronterizas y reforma de la plataforma de buena gobernanza fiscal‒. 
40 Directiva 2016/1164 del Consejo, de 12 de julio de 2016, por la que se establecen normas contra las 

prácticas de elusión fiscal que inciden directamente en el funcionamiento del mercado interior; y Directiva 

2017/952 del Consejo, de 29 de mayo de 2017, por la que se modifica la Directiva (UE) 2016/1164 en lo 

que se refiere a las asimetrías híbridas con terceros países.  
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cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad tendentes a desplegar nuevas 

obligaciones de transparencia e intercambio de información (CRS, CbC Reporting, tax 

rulings y APA transfronterizos, mandatory disclosure rules). Asimismo, las normas 

relativas a la limitación de intereses, sociedades extranjeras controladas y asimetrías 

híbridas contenidas en la Directiva ATAD constituyen una aplicación coordinada, con 

alcance y efectos vinculantes, de las recomendaciones de distintas acciones del Plan 

BEPS, lo que posiblemente favoreció su rápida aprobación, al no ser vistas como una 

armonización europea del impuesto sobre sociedades41, si bien esta última directiva 

también incorpora medidas que no se previeron en el citado Plan (imposición de salida) 

y no ha estado exenta de críticas en cuanto a su justificación, adecuación a las libertades 

fundamentales y falta de proporcionalidad42. 

2.4. LA REFORMA DEL SISTEMA INTERNACIONAL DE IMPOSICIÓN SOBRE 

LAS SOCIEDADES:  LOS PILARES 1 Y 2 DEL MARCO INCLUSIVO DE LA 

OCDE/G20 Y SU RECEPCIÓN EN LA UE 

La conclusión de los trabajos del Plan BEPS no colmó los objetivos de avanzar hacia una 

tributación allí donde se genere la renta y se cree valor y la reducción de situaciones que 

deriven en resultados de erosión y desplazamiento de bases imponibles, particularmente 

en lo relativo a la economía digital. El cierre en falso de la acción 1 del citado plan 

anticipó muchas de las dificultades a superar para alcanzar un consenso internacional 

mínimo sobre la reconsideración de los estándares tributarios internacionales clásicos 

frente a los retos planteados por la digitalización económica, que posibilite la exigencia 

de un gravamen adicional a las empresas de la economía digital sin necesidad de contar 

con un establecimiento permanente en las jurisdicciones fuente.  

Ante esa falta de consenso internacional, un número creciente de jurisdicciones optaron, 

con distintas denominaciones y técnicas normativas, por el establecimiento de medidas 

unilaterales de gravamen de las rentas generadas por las empresas dedicadas a la 

prestación de servicios digitales (diverted profit tax del Reino Unido, digitalization levy 

de la India, impuestos sobre servicios digitales en distintos Estados miembros de la UE), 

frente a las que Estados Unidos reaccionó con la apertura de investigaciones para reclamar 

el pago de diferentes impuestos a empresas europeas y la amenaza de apertura de una 

guerra arancelaria. Esta circunstancia llevó a la Comisión Europea a presentar propuestas 

de acción conjunta a nivel europeo, articuladas tanto a través de iniciativas legislativas a 

largo plazo (propuesta de Directiva por la que se establecen normas relativas a la 

fiscalidad de las empresas con una presencia digital significativa dentro de la Unión) 

como de otras de carácter provisional o transitorio (propuesta de Directiva por la que se 

crea el impuesto europeo sobre determinados servicios digitales), todo ello con la 

finalidad de tener mayor influencia en los trabajos desarrollados a nivel internacional, 

evitar la fragmentación del mercado interior y neutralizar las consecuencias negativas 

derivadas de una proliferación de figuras tributarias nacionales divergentes en los 

distintos países europeos43.  Sin embargo, ninguna de esas iniciativas legislativas alcanzó 

 
41 DE WILDE (2025), § 3.1. 
42 Véase DOURADO (2016), págs. 440-446; y GINEVRA (2017), págs. 120-137. 
43 El paquete europeo de medidas en materia de fiscalidad de la economía digital presentado por la Comisión 

el 21 de marzo de 2018 estaba integrado por cuatro elementos: (i) una Comunicación de la Comisión al 

Parlamento UE y al Consejo titulada “Es el momento de instaurar un marco fiscal moderno, justo y eficaz 

para la economía digital”, COM (2018) 146 final; (ii) la propuesta de Directiva por la que se establecen 

normas relativas a la fiscalidad de las empresas con una presencia digital significativa, COM (2018) 147 

final; (iii) una Recomendación de la Comisión en la que se anima a los Estados miembros a adaptar los 

convenios tributarios celebrados con jurisdicciones no pertenecientes a la Unión, a fin de ampliar el 

concepto de EP para incluir una presencia digital significativa en ellos, COM (2018) 1650 final; (iv) y la 
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el consenso necesario en el seno del Consejo para su aprobación, evidenciando la 

existencia de posiciones claramente enfrentadas entre los Estados miembros.  

De este modo, en 2019, la propia OCDE inició un nuevo proyecto, denominado BEPS 

2.0, centrado en abordar los desafíos fiscales de la digitalización de la economía. El 

mencionado proyecto, desarrollado en el seno del denominado Marco Inclusivo 

OCDE/G20 sobre BEPS ‒integrado en la actualidad por 147 jurisdicciones 

participantes44‒, descansaba sobre dos pilares, el Pilar 1 y el Pilar 2. Inicialmente, el 

primero de los pilares tenía como objeto los problemas de la economía digitalizada, 

centrándose en el desarrollo de nuevas normas de nexo y asignación de beneficios para 

otorgar mayor potestad tributaria a las jurisdicciones de mercado. El Pilar 2, con un 

alcance más amplio y mayor repercusión internacional, aspiraba a establecer una 

tributación mínima efectiva de determinados grupos multinacionales, reduciendo la 

competencia fiscal entre Estados.  

El 1 de julio de 2021, la OCDE y el Marco Inclusivo BEPS comunicaron un principio de 

acuerdo político multilateral sobre la solución a los desafíos fiscales derivados de la 

digitalización de la economía, articulado sobre esos dos pilares. Sin embargo, no fue hasta 

el 8 de octubre de 2021 cuando dicho acuerdo se materializó en una declaración final 

suscrita por más de 130 de los entonces 139 países del Marco Inclusivo, incluyendo todos 

los Estados miembros de la UE que forman parte de este y el G20, lo que suponía más 

del 90% del PIB mundial45. 

No es posible realizar aquí un análisis detallado del contenido de los dos pilares46. No 

obstante, cabe recordar la división del primer pilar en dos montos o cantidades (A y B). 

En la Cantidad A del Pilar 1 se residencian algunas de las cuestiones troncales en el 

replanteamiento de los principios y estándares de la fiscalidad internacional empresarial, 

al abrir la puerta a la asignación de nuevos derechos impositivos a las jurisdicciones de 

mercado sobre los beneficios extraordinarios de los principales grupos multinacionales, 

con determinadas exclusiones, mediante fórmulas objetivas de reparto alejadas del 

principio de libre competencia. No obstante, la renuncia final a gravar únicamente a las 

empresas o rentas generadas por el proceso de digitalización económica y la introducción 

de umbrales sobre rentabilidad y volumen de negocios a nivel global evidencian una 

reasignación muy restringida de bases imponibles a las jurisdicciones de mercado, a modo 

de concesión para alcanzar el consenso sobre el segundo pilar y eliminar las medidas 

unilaterales adoptadas por diferentes jurisdicciones. Por su parte, la Cantidad B del primer 

pilar busca proporcionar un marco para la aplicación simplificada y ágil del principio de 

plena competencia respecto de actividades básicas de comercialización y distribución en 

el país. Un elemento crucial para el éxito de la Cantidad A, dada su enorme complejidad 

técnica, es el relativo a la seguridad jurídica en materia tributaria, para lo cual se establece 

 
propuesta de Directiva para la creación a nivel europeo del impuesto sobre determinados servicios digitales, 

COM (2018) 148 final. 
44 El Marco Inclusivo es una red global de gobernanza fiscal creada por la OCDE con la finalidad de permitir 

que todos los países y jurisdicciones interesados, incluidos los países en desarrollo, puedan unirse para 

actualizar las normas fiscales internacionales, “trabajando en pie de igualdad” con los miembros de la 

OCDE y el G20. Sin embargo, la opacidad institucional y de procedimiento de la OCDE ha llevado a 

cuestionar la supuesta igualdad efectiva entre Estados miembros y no miembros de la organización para 

identificar y hacer valer sus intereses nacionales durante el proceso y a objetar el carácter inclusivo del 

acuerdo alcanzado. Véase SEVILLA BERNABEU (2025), págs. 138-139.  
45 OCDE/G20 (2021a). Chipre es el único Estado miembro de la UE que no forma parte del Marco Inclusivo 

de BEPS. A 28 de mayo de 2024, 142 de los 147 miembros del Marco Inclusivo se han reafirmado en el 

enfoque de dos pilares para abordar los desafíos fiscales de la digitalización de la economía.  
46 Véase para ello MARTÍN JIMÉNEZ (2021); y CALDERÓN CARRERO (2022).  
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un sistema de prevención y resolución de disputas de carácter obligatorio y vinculante, 

así como un mecanismo alternativo de resolución de controversias optativo y vinculante 

para las economías en desarrollo sujeto a ciertas condiciones.    

La puesta en práctica de la Cantidad A del Pilar 1 exige la aprobación de un convenio 

multilateral que, tras su publicación en octubre de 2023, sigue pendiente de entrar en 

vigor47. El éxito del proceso de ratificación es más que incierto por la negativa de algunas 

jurisdicciones (en especial, Estados Unidos y China) a firmar el Convenio, las reticencias 

de otras a asumir los compromisos de desmantelamiento de los impuestos sobre servicios 

digitales y otras medidas similares que su ratificación comporta, su complejidad técnica, 

falta de claridad y erosión de los actuales estándares fiscales internacionales que la 

medida comporta48. 

Frente al oscuro horizonte del Pilar 1, habrá que atender a si la Comisión retoma 

propuestas previas como el impuesto europeo sobre servicios digitales, el digital levy o 

medidas similares49. Por ahora, es preciso subrayar el reciente anuncio de un nuevo 

recurso corporativo para Europa (CORE), concebido como una contribución anual global 

a cargo de las multinacionales con facturación neta anual dentro de la UE superior a cien 

millones de euros y cuya cuantía se determinaría en función de un sistema de tramos 

progresivo50. La propuesta CORE requerirá el apoyo unánime de los Estados miembros 

para su aprobación.  

 
47 La entrada en vigor del Multilateral Convention to Implement Amount A of Pillar One requiere su 

ratificación por, al menos, 30 países que representen, al menos, el 60% de las entidades matrices últimas de 

las empresas multinacionales incluidas en el ámbito de aplicación de la Cantidad A. Una vez cumplidas 

estas condiciones mínimas, los Estados que hayan ratificado el convenio multilateral podrán decidir cuándo 

entrará en vigor.   
48 CALDERÓN CARRERO (2023), § V, pág. 8. 
49 El artículo 57 de la Directiva 2022/2523/UE faculta a la Comisión a presentar una propuesta legislativa 

para abordar los retos fiscales derivados de la digitalización de la economía en ausencia de la aplicación de 

la solución del Pilar 1. Tras el abandono de la propuesta de impuesto europeo sobre servicios digitales, la 

Comisión Europea anunció en mayo de 2021 [COM (2021) 251 final] la propuesta de una nueva exacción 

digital (digital levy) como nuevo recurso propio de la UE para la financiación del presupuesto europeo. Su 

objetivo era garantizar una contribución justa del sector digital a la financiación de la recuperación 

económica y social de la UE. El nuevo gravamen digital aspiraba a ser compatible y coexistir con el acuerdo 

internacional que se alcanzase sobre el Pilar 1, así como con las obligaciones internacionales de la UE y 

los Estados miembros. Sin embargo, la presión ejercida desde Estados Unidos llevó a la Comisión primero 

a suspender y después a retirar la propuesta. En su lugar, se anunció [COM (2021) 570 final] una 

contribución nacional al presupuesto de la UE del 15% aplicable sobre la parte de los beneficios residuales 

de las empresas multinacionales reasignadas a los Estados miembros en virtud de la futura Directiva relativa 

a la aplicación del acuerdo global sobre reasignación de derechos de imposición (Pilar 1). De forma más 

reciente, en el marco de las negociaciones abiertas entre Estados Unidos y la Unión Europea sobre los 

aranceles comerciales, la presidenta de la Comisión Europea, Úrsula von der Leyen ha manifestado la 

posibilidad de explorar un impuesto europeo sobre los servicios de publicidad digital si dichas 

negociaciones fracasan. Veáse FINANCIAL TIMES, “EU could tax Big Tech if Trump trade talks fail, says von 

der Leyen”, 10 de abril de 2025, https://www.ft.com/content/fba18bd9-46f9-4736-89f3-976afe3abf7a 

(último acceso: 20.07.2025). 
50 En la presentación el 16 de julio de 2025 de la propuesta para un nuevo marco financiero plurianual 2028 

– 2034, COM (2025) 570 final, la Comisión ha propuesto cinco nuevos recursos propios para la financiación 

del presupuesto europeo, entre ellos, el nuevo recurso corporativo para Europa (CORE), concebido como 

un impuesto sobre las grandes multinacionales con volumen de negocios neto anual dentro de la UE 

superior a cien millones de euros, aplicable a las empresas residentes fiscales en un Estado miembro de la 

UE y a los establecimientos permanentes ubicados en un Estado miembro de la Unión que pertenezca a 

empresas residentes fuera de la UE (en tal caso, el CORE se aplicaría únicamente a la facturación generada 

por el EP dentro de la Unión).  

https://checkpoint.url-protection.com/v1/r02/url?o=https%3A//www.ft.com/content/fba18bd9-46f9-4736-89f3-976afe3abf7a&g=MWYzOWRjOTFkOGU2NTk0MQ==&h=MDBlNGY0YzhiZDc4NWMzZDg3NTBiZDIyNmYzZDY1NTczOWE0YTQ0MWE3NTEyNDc2ZTJmMDlkMmYyY2ZlMjJmZA==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4ZDU1ZDVlYWVjYTMzNDFjMzhlYjBlYjhiMTBlY2Y3MDo3OnA6VA==
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A diferencia del Pilar 1, los objetivos principales del Pilar 2 son asegurar el consenso 

internacional sobre la necesidad de contener, desde las jurisdicciones de la sociedad 

matriz de los grupos multinacionales, las estructuras de planificación fiscal agresiva 

destinadas a erosionar la base imponible global del grupo, a través de una tributación 

mínima de su componente internacional51. Para ello, articula distintas reglas que han de 

introducirse a nivel doméstico, pero fuertemente coordinadas a nivel internacional, que 

permiten someter determinados grupos multinacionales con un volumen de ingresos 

superior a 750 millones de euros a un mínimo de tributación efectiva del 15% en todas 

las jurisdicciones en las que operen, reduciendo las posibilidades de los países de 

competir fiscalmente por debajo de ese umbral mínimo y aceptable de tributación.  

Pese a la enorme complejidad técnica alcanzada por esta iniciativa ‒integrada por las 

reglas modelo GloBE, los prolijos comentarios a dichas reglas, guías administrativas y 

documentos adicionales52‒, la idea de partida es en apariencia sencilla53. Cuando el grupo 

multinacional tenga una tributación efectiva inferior a ese 15% en alguna de las 

jurisdicciones en las que opera, la diferencia entre ambos valores será compensada en otra 

u otras jurisdicciones donde opere el grupo y que tengan implementadas las reglas 

modelo. Para ello, el Pilar 2 crea un sistema autónomo para determinar la tributación 

efectiva del grupo en cada una de las jurisdicciones en las que opera y para su 

comparación con el 15% el mínimo exigido en cada jurisdicción, de forma paralela a la 

tributación societaria doméstica ordinaria.  

La versión final del Pilar 2 recoge dos medidas domésticas y unilaterales cuya 

interconexión permite evitar que el grupo escape a ese umbral mínimo de tributación. La 

primera es la regla de inclusión de rentas (Income Inclusion Rule o IIR), claramente 

entroncada con las reglas sobre sociedades extranjeras controladas (Controlled Foreign 

Companies). Conforme a esta regla primaria o de aplicación preferente, el Estado de la 

matriz última de un grupo multinacional que caiga dentro del ámbito de aplicación 

gravará los beneficios de sus filiales en el extranjero cuando han sido insuficientemente 

gravados en su Estado de ubicación por relación a un tipo impositivo del 15%. La segunda 

es la regla sobre pagos insuficientemente gravados (Undertaxed Payment Rule o UTPR). 

Esta segunda regla, de carácter secundario o defensivo, permite aplicar el impuesto 

complementario a una entidad constitutiva residente en su Estado de ubicación que no sea 

la matriz del grupo y se activa fundamentalmente en aquellos casos en los que la entidad 

matriz última sea una entidad excluida o resida en una tercera jurisdicción que no aplique 

la regla de inclusión de rentas. Consecuentemente, la citada entidad constitutiva adquiere 

la obligación de pagar el impuesto complementario sobre las rentas obtenidas por otras 

entidades del grupo en los términos establecidos en la norma. En las últimas fases del 

desarrollo de la propuesta, el Marco Inclusivo incorporó una regla adicional de carácter 

opcional que, en caso de aplicarse en la normativa doméstica, impediría la aplicación en 

otras jurisdicciones de una regla de inclusión de rentas o una regla de beneficios 

insuficientemente gravados, según proceda. Esta regla, denominada “Impuesto Mínimo 

Complementario Nacional Cualificado” (Qualified Domestic Minimum Top-up Tax o 

QDMTT) impone una tributación efectiva equivalente al 15% exigido conforme al 

sistema de cálculo de la iniciativa, con ciertos matices, para entidades del grupo que 

operen dentro de la propia jurisdicción, evitando que se desencadene la aplicación de la 

 
51 GARCÍA PRATS (2021), págs. 668-669. 
52 Toda ella accesible en https://www.oecd.org/en/topics/sub-issues/global-minimum-tax/global-anti-base-

erosion-model-rules-pillar-two.html (último acceso: 27.07.2025). 
53 MARTÍNEZ LAGUNA Y JIMÉNEZ-VALLADOLID (2025), págs. 24.25. 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/r02/url?o=https%3A//www.oecd.org/en/topics/sub-issues/global-minimum-tax/global-anti-base-erosion-model-rules-pillar-two.html&g=ZTkwMjIzODU4ZGQwNTExOQ==&h=OTI4Yzc2ZjhlMzUyMTNlMzQxYzhmMDYzY2Q1MTNmNGYyYmM5NGM2NTcxNTIxNDE3ZDE0OWVlZGNjZjZlYTY5Mw==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4ZDU1ZDVlYWVjYTMzNDFjMzhlYjBlYjhiMTBlY2Y3MDo3OnA6VA==
https://checkpoint.url-protection.com/v1/r02/url?o=https%3A//www.oecd.org/en/topics/sub-issues/global-minimum-tax/global-anti-base-erosion-model-rules-pillar-two.html&g=ZTkwMjIzODU4ZGQwNTExOQ==&h=OTI4Yzc2ZjhlMzUyMTNlMzQxYzhmMDYzY2Q1MTNmNGYyYmM5NGM2NTcxNTIxNDE3ZDE0OWVlZGNjZjZlYTY5Mw==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4ZDU1ZDVlYWVjYTMzNDFjMzhlYjBlYjhiMTBlY2Y3MDo3OnA6VA==
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IIR o la UTPR en otra jurisdicción y, por tanto, impidiendo el desplazamiento de la 

recaudación.  

Las reglas GloBE propuestas en el marco del segundo pilar se inspiran en algunas de las 

medidas aprobadas en la reforma tributaria que Estados Unidos llevó a cabo en 2017, 

incorporando a su sistema tributario interno las denominadas GILTI (Global Intangible 

Load-Tax Income) y BEAT (Base Erosion and Anti-Abuse Tax), medidas unilaterales que, 

curiosamente, han sido el fermento, al igual que sucedió con la normativa estadounidense 

FATCA, a partir del cual se han elaborado unas reglas consensuadas a nivel internacional 

y multilateral a través del Pilar 2, con algunas modificaciones y ajustes54.  

Junto a las reglas domésticas, el Pilar 2 incluye una regla que debe recogerse en los 

convenios fiscales ‒norma de sujeción a impuestos (Subject to Tax Rule)‒ que permitiría 

a las jurisdicciones de origen (Estado de la fuente) exigir una imposición sobre 

determinados pagos entre partes vinculadas (intereses, cánones y otro conjunto de pagos 

similares) cuando hayan quedado sujetos a imposición en el Estado de residencia del 

perceptor a un tipo nominal ajustado del impuesto sobre beneficios inferior al 9%. El 

derecho de imposición se limitará a la diferencia entre el tipo mínimo y el tipo impositivo 

de pago. 

Así, mientras el propósito inicial del Plan BEPS de la OCDE era lograr una competencia 

fiscal leal que redujera las distorsiones en la localización de las actividades económicas, 

la formulación final de las reglas modelo del Pilar 2 suponen un salto cualitativo al 

establecer “un suelo” a la competencia fiscal entre Estados ‒no solo a la competencia 

dañina o perjudicial‒, neutralizando la eficacia de muchos incentivos fiscales por la regla 

de inclusión de rentas55. 

Las normas GloBE conforman un enfoque común, es decir, los miembros del Marco 

Inclusivo no están obligados a adoptarlas, pero si deciden hacerlo, deben implementarlas 

y administrarlas de forma coherente con los resultados proporcionados en el marco del 

segundo pilar, a la luz de las normas modelo, comentarios y guías acordadas. En este 

sentido, las bondades del acuerdo multilateral alcanzado por los países y territorios del 

Marco Inclusivo de la OCDE han sido muy cuestionadas tanto a nivel político como 

doctrinal, por favorecer a los países más desarrollados, particularmente a los países 

miembros de la OCDE y de la UE, ya que los principios y medidas acordadas preservan 

el derecho de gravamen en el Estado de residencia, a cambio de una mínima atribución 

de derechos impositivos a los Estados de la fuente (en relación a un número muy reducido 

de contribuyentes) y a condición de aceptar limitaciones en la posibilidad de atraer 

inversiones y actividad económica y eliminar las medidas unilaterales56. A ello se unen 

las críticas a la falta de inclusividad y participación “reales” de todos los países y 

jurisdicciones integrados en el Marco Inclusivo durante el proceso de elaboración de las 

 
54 NAVARRO IBARROLA (2020), pág. 77.  
55 Véase NAVARRO IBARROLA (2021), págs. 76 y 86; MARTÍNEZ LAGUNA (2022), pág. 95; y GARCÍA PRATS 

(2025) pág. 74. No obstante, como advierten DEVEREUX, VELLA, WARDELL-BURRUS (2022), las reglas 

modelo (y la propuesta de Directiva sobre imposición mínima global de beneficios) no eliminarán la 

competencia fiscal internacional mientras existan terceras jurisdicciones que no se sumen al enfoque común 

y prefieran mantener su condición de territorios fiscalmente competitivos. También existe margen de 

competencia fiscal respecto a las sociedades no incluidas en el ámbito del Pilar 2, que será mayor o menor 

en función de las decisiones de los Estados sobre el establecimiento (o no) de normas internas sobre 

tributación mínima para todas o algunas de ellas. En definitiva, la evolución de la competencia fiscal entre 

estados dependerá de cómo se encajen las distintas piezas de este complejo puzle, sin que pueda descartarse 

ningún escenario. 
56 Vid., sobre estas cuestiones, MARTÍN JIMÉNEZ (2021), pág. 35; CALDERÓN CARRERO (2022), págs. 52-

53.  



18 
 

normas y reglas de los dos pilares, descontento que está llevando a trabajar por la creación 

de una nueva estructura de gobernanza fiscal internacional más inclusiva y eficaz en el 

seno de la Organización de Naciones Unidas (ONU)57, reforzando el papel de este actor 

internacional en la generación de un consenso internacional en materia tributaria58. 

Desde la Unión Europea se han apoyado los trabajos del Marco Inclusivo de la OCDE y 

el G-20 relacionados con los Pilares 1 y 2. En la Comunicación sobre la fiscalidad de las 

empresas para el siglo XXI, de 18 de mayo de 2021, la Comisión anunció la puesta en 

marcha de iniciativas legislativas en forma de directivas para aplicar de forma coordinada 

en toda la UE el acuerdo global sobre los dos pilares. Solo dos días después de la 

publicación de las reglas modelo relativas a este segundo pilar por parte de la OCDE, la 

Comisión Europea presentó, el 22 de diciembre de 2021, la propuesta de Directiva sobre 

el establecimiento de un nivel mínimo global de imposición para los grupos 

multinacionales en la Unión59, con la finalidad de garantizar su aplicación coherente y 

uniforme en todos los Estados miembros, que evite distorsiones del mercado interior, 

asegure el respeto a las libertades fundamentales y proporcione seguridad jurídica a los 

contribuyentes60. Tras la presentación y debate de varios textos de compromiso, el 

Consejo aprobó la Directiva 2022/2523 del Consejo, de 15 de diciembre de 2022, relativa 

a la garantía de un nivel mínimo global de imposición para los grupos de empresas 

multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud en la Unión, norma que sigue 

de cerca el contenido y estructura de las normas modelo GloBE, aunque se aleja de ellas 

en ciertos aspectos, en algunos casos para garantizar su compatibilidad con el Derecho de 

la UE.  

La Directiva sobre imposición mínima global interacciona con otras normas de Derecho 

derivado (en particular, con la Directiva ATAD), lo que obliga a efectuar las 

modificaciones o aclaraciones necesarias61. Permanece abierta, asimismo, la cuestión 

relativa a su posible coexistencia armónica con la propuesta BEFIT62.  

Junto a ello, con la entrada en vigor y transposición por los Estados miembros de la 

Directiva sobre imposición mínima global63 emergen distintas modalidades de 

imposición societaria, con reglas distintas para los grandes contribuyentes que operan a 

escala internacional, grandes contribuyentes nacionales y el resto de los contribuyentes 

cuyo tratamiento en el ámbito interno también puede estar sujeto a una tributación 

 
57 En la Resolución 77/244, de 30 de diciembre de 2022, la Asamblea General de Naciones Unidas decidió 

comenzar debates intergubernamentales para fortalecer la inclusividad y la eficacia de la cooperación 

internacional en cuestiones de tributación. A finales de 2023, la Asamblea General encargó una nueva 

convención marco sobre “cooperación” internacional en cuestiones de tributación para reforzar la 

cooperación en este ámbito de forma inclusiva y eficaz (Resolución A/RES/78/230, 28.11.2023). Para ello, 

se estableció un comité intergubernamental especial al que se dio el mandato de redactar los términos de 

referencia para la citada convención. Conforme a los términos de referencia aprobados por la ONU, se 

creará un comité intergubernamental encargado de negociar los términos de la convención y dos protocolos 

“tempranos” de forma paralela, durante un período de tres años, para poder finalizarlos en septiembre de 

2027 y someterlos a la aprobación e implementación de la Asamblea General. Para un análisis del proceso 

actualmente en marcha véase GRAU RUIZ (2025), págs. 38-65. 
58 SEVILLA BERNABEU (2025), pág. 160. 
59 COM (2021) 823 final. 
60 Exposición de motivos, p. 3; considerando 4. 
61 Véase PINTO NOGUEIRA (2020); BECKER Y ENGLISH (2021); y BROKELIND (2021).   
62 Véase BLAAKMAN Y KORVING (2024). 
63 Tras un largo proceso de aprobación que propició la apertura de un procedimiento de infracción, el 

legislador español ha efectuado la transposición tardía de la Directiva a través de la Ley 7/2024, de 20 de 

diciembre, y la aprobación del Reglamento de desarrollo del impuesto complementario mediante Real 

Decreto 252/2025, de 1 de abril.  
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efectiva distinta en función de su tamaño. Esta dualidad puede derivar en diferencias de 

trato fiscal susceptibles de plantear dudas sobre su conformidad con el Derecho primario 

de la UE e incluso problemas de constitucionalidad64 a los que habrán de responder el 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea y los tribunales constitucionales65.  

Y, en este mismo orden de ideas, la fidelidad de la Directiva 2022/2523 al Pilar 2 se hace 

patente en su considerando 11, según el cual “[e]n lo que respecta a los impuestos 

cubiertos, la presente Directiva debe interpretarse a la luz de cualquier orientación 

adicional que proporcione la OCDE, que los Estados miembros deben tener en cuenta 

para asegurar una identificación armonizada de los impuestos cubiertos de todos los 

Estados miembros y jurisdicciones de terceros países”66, una declaración muy 

cuestionable a la luz de los principios de primacía, seguridad jurídica (previsibilidad) y 

de legalidad, pues somete la interpretación uniforme y autónoma del Derecho de la Unión 

Europea por parte del Tribunal de Justicia a los criterios que puedan irse emitiendo de 

forma dinámica o ambulatoria extramuros del Derecho de la UE y, por tanto, de sus 

principios inspiradores67.  

Sin perjuicio de la relevancia de esos desafíos jurídicos sobre la aplicación armonizada 

de la imposición mínima global en la UE, habrá que permanecer atentos a si el futuro de 

la norma europea puede llegar a verse condicionado tras el acuerdo político anunciado 

por los países miembros del G7 y que exime a las multinacionales con matriz en Estados 

Unidos de las reglas IIR y UTPR, en reconocimiento a las normas de imposición mínima 

existentes en la legislación estadounidense tanto para beneficios nacionales como 

extranjeros68. Mientras las reglas GloBE no son jurídicamente vinculantes para los países 

 
64 En este sentido CALDERÓN CARRERO (2022), pág. 60.  
65 Mediante decisión núm. 104/2025, de 17 de julio de 2025 (ECLI:BE:GHCC:2025:ARR.104) la Corte 

Constitucional de Bélgica ha decidido plantear cuestión prejudicial al Tribunal de Justicia para aclarar si 

los artículos 12 a 14 de la Directiva 2022/2523/UE son contrarios a la libertad de empresa, derecho a la 

propiedad, principio de igualdad y no discriminación (artículos 15, 16, 17, 20 y 21 de la Carta de los 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea), a las libertades de establecimiento y libre prestación de 

servicios (artículos 49 y 56 del Tratado de Funcionamiento de la Unión) y a los principios de seguridad 

jurídica y territorialidad fiscal, en la medida en que estas disposiciones obligan a los Estados miembros a 

someter a las entidades constitutivas de un grupo multinacional ubicadas en la Unión a un impuesto 

complementario en virtud de la regla UTPR, de modo que se convierten en contribuyentes por beneficios 

insuficientemente gravados obtenidos por otras entidades constitutivas en otra jurisdicción, sin distinción 

en función de la capacidad contributiva de estas entidades constitutivas contribuyentes.  
66 Asimismo, en los considerandos 6 y 24 de la Directiva se expresa la necesidad de “aplicar las Normas 

modelo de la OCDE acordadas por los Estados miembros de manera que se aproximen lo más posible al 

acuerdo mundial, a fin de garantizar que las normas aplicadas por los Estados miembros en virtud de la 

presente Directiva sean admisibles en el sentido de las normas modelo de la OCDE” y se efectúa un 

llamamiento a los Estados miembros a emplear como fuente de ilustración o interpretación, a efectos de 

una aplicación coherente de la Directiva, las normas modelo de la OCDE, los comentarios a tales normas, 

así como el “marco de aplicación” de las reglas GloBE. En la misma línea, el Preámbulo de la Ley 7/2024 

efectúa una tímida remisión a efectos interpretativos, en el marco del artículo 3.1 del Código Civil, a “las 

Normas modelo de la OCDE y los criterios derivados de los Comentarios, Guías Administrativas y demás 

principios o criterios elaborados y públicamente divulgados por dicha Organización o por la Unión 

Europea”. Al margen de lo anterior, se recoge expresamente que, en su caso, dichos criterios “puedan 

reconocerse expresamente y publicitarse como tales a través de las resoluciones de la persona titular de la 

Dirección General de Tributos del Ministerio de Hacienda a las que se refiere el artículo 12.3 de la Ley 

58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria”. 
67 En esta línea, vid. GARCÍA PRATS (2025), pág. 45; MARTÍNEZ LAGUNA Y JIMÉNEZ VALLADOLID (2025), 

pág. 28.  
68 G7 (2025). Véase, asimismo, la Declaración de la Secretaría-General de la OCDE de 28 de junio de 2025 

(Statement by the OECD Secretry-General on G7 Progress on International Tax Co-operation) en la que 

se subraya la naturaleza no vinculante de la declaración del G7 y la necesidad de acuerdo sobre cualquier 

cambio en el seno del Marco Inclusivo de la OCDE/G20. El CFE TAX ADVISERS EUROPE (2025) emitió 



20 
 

del Marco Inclusivo, la Directiva sí lo es para los Estados miembros de la Unión. La 

aprobación y aplicación, posiblemente prematuras, de la norma común europea frente a 

la falta de compromiso, implícito o explícito, de otros actores relevantes en el escenario 

global acrecienta los riesgos de descoordinación, la complejidad y la incertidumbre, y 

resta competitividad a las multinacionales europeas frente a las de otras economías.  

2.5. EL DENOMINADO PILAR 3 ¿HACIA EL ESTABLECIMIENTO DE UN 

IMPUESTO MÍNIMO GLOBAL A LOS SUPERRICOS? 

El foco de atención sobre la imposición mínima global ha virado recientemente hacia la 

tributación de las personas físicas de mayor capacidad económica69. En 2024, durante la 

presidencia ejercida por Brasil, el G20 ha presentado una propuesta consistente en el 

establecimiento de un impuesto a los superricos, que desde algunos ámbitos se ha 

denominado “Pilar 3”70. Para ello, encargó un informe al profesor ZUCMAN, previo a la 

reunión de los ministros de finanzas del G20 celebrada en Rio de Janeiro el 25 y 26 de 

julio de 202471. 

La propuesta aboga por el establecimiento de un estándar común, plenamente respetuoso 

con la soberanía nacional. Los países participantes tendrían que consensuar una norma 

común que posteriormente implementarían mediante la utilización de herramientas 

diversas, como un impuesto sobre la renta presunta, un impuesto sobre la renta en sentido 

amplio o un impuesto sobre el patrimonio. El impuesto mínimo inicialmente propuesto 

sería aplicable a las personas físicas con más de un billón de euros de patrimonio neto 

(computando activos, bienes, participaciones en empresas y demás derechos de contenido 

económico), equivalente al 2% del total de su riqueza. Para computar el umbral de 

sujeción, deberían tener en cuenta las bases imponibles que arrojen los impuestos sobre 

la renta personal, los impuestos sobre el patrimonio, así como cualquier otra exacción 

equivalente, pero se descartan expresamente los impuestos sobre los rendimientos del 

trabajo (payroll taxes), los impuestos sobre el consumo (como el IVA o los Impuestos 

Especiales) y los impuestos sobre los beneficios empresariales72. Se estima que alrededor 

de 3.000 contribuyentes se verían afectados por esta iniciativa impositiva en todo el 

mundo. 

Aunque se trata únicamente de una primera propuesta de principios, uno de los puntos 

críticos en su desarrollo es la opacidad. Pese a los significativos avances producidos en 

los últimos tiempos en materia de cooperación administrativa internacional, 

especialmente en la lucha contra la competencia fiscal dañina y las prácticas abusivas, no 

existe todavía un marco internacional bien definido que permita conocer e intercambiar 

de forma automática información sobre los propietarios reales de los bienes y demás 

activos patrimoniales, ni de los beneficiarios efectivos de las rentas generadas por ellos, 

de modo que sería preciso extender los niveles de transparencia a nuevos ámbitos.  

 
una declaración de opinión en la que solicita una suspensión temporal en la aplicación de las reglas IIR y 

UTPR sobre la base del artículo 32 de la Directiva. También el canciller alemán Friedrich Merz aludió 

recientemente a una posible pausa en la aplicación del Pilar 2 de la UE, citando la exclusión de Estados 

Unidos y la asimetría competitiva resultante, aunque su ministro de finanzas reafirmó con posterioridad el 

compromiso de Alemania.  
69 HERZFELD (2024), pág. 1463. 
70 AMADDEO (2024), pág. 418. 
71 ZUCMAN (2024). 
72 Este nuevo impuesto mínimo se configuraría como un impuesto sobre la renta personal y no tanto como 

un impuesto sobre el patrimonio, ya que, si el individuo satisface por medio de tributos sobre la renta o el 

patrimonio una cantidad superior al 2% de su riqueza, la medida propuesta no se aplicaría. Cfr. AMADDEO 

(2024), pág. 421. 
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La propuesta es un acuerdo de principios que anima a seguir debatiendo la cuestión. Ante 

el potencial demostrado por la cooperación fiscal internacional en la última década, el 

G20 sugiere al Marco Inclusivo sobre BEPS que considere la posibilidad de trabajar en 

este tema en el contexto de políticas fiscales progresivas eficaces. Ahora bien, la cautela 

mostrada en la Declaración Ministerial sobre Cooperación Tributaria Internacional del 

G2073 constituye un reconocimiento implícito del alto nivel de equilibrio que habrá de 

alcanzarse entre cooperación internacional y soberanía fiscal, una de cuyas expresiones 

más sólidas es la imposición sobre la renta y patrimonial de las personas físicas74. No 

puede descartarse, por ello, que la cooperación se oriente hacia el intercambio de buenas 

prácticas, el fomento de debates en torno a los principios fiscales, y el diseño de 

mecanismos contra la evasión, la elusión y las prácticas fiscales potencialmente 

perjudiciales ‒regímenes fiscales privilegiados centrados en individuos con alto poder 

adquisitivo, programas de residencia/ciudadanía por inversión, visados para nómadas 

digitales, etc.‒, evolucionando hacia nuevos escenarios. 

En todo caso, la propuesta ha suscitado interés en la Unión Europea y está siendo objeto 

de estudio. El reciente informe anual sobre fiscalidad 2025 presentado por la Comisión 

Europea en junio de 2025 se hace eco de ella en su capítulo sexto75.  

3. MÁS ALLÁ DE BEPS 1.0 Y BEPS 2.0. LAS ACCIONES PARA UNA 

FISCALIDAD EQUITATIVA, EFICIENTE, SENCILLA, SOSTENIBLE Y 

FAVORABLE AL CRECIMIENTO EN LA UE  

 

El “éxito” cosechado en la aplicación rápida y armonizada en el terreno de la UE de las 

propuestas derivadas del Plan BEPS y del enfoque de los dos pilares impulsó a la 

Comisión Europea a presentar, entre los años 2021 y 2023, nuevas propuestas de 

directivas fiscales para profundizar en la transparencia, la lucha contra la evasión y la 

elusión fiscales, una fiscalidad societaria más equitativa y efectiva, pero también para 

armonizar y simplificar los sistemas de imposición societaria y reducir los costes de 

cumplimiento de las empresas. Iniciativas que, a su vez, conectan con un conjunto de 

acciones y programas de trabajo puestos en marcha en los últimos cinco años para avanzar 

hacia una fiscalidad más equitativa, eficiente, sencilla, sostenible y favorable a la 

inversión, en un contexto global especialmente convulso, marcado por crisis sanitarias 

sin precedentes, conflictos bélicos y profundas perturbaciones económicas, sociales, 

demográficas y medioambientales.  

Sin embargo, la mayoría de esas iniciativas legislativas no han conseguido el respaldo 

necesario de los Estados miembros. La única excepción en esta deriva ha sido la adopción 

de la Directiva (UE) 2025/50 del Consejo, de 10 de diciembre de 2024, relativa a un ajuste 

más rápido y seguro de las retenciones en origen practicadas en exceso (comúnmente 

conocida como Directiva FASTER ‒Faster and Safer Relief of Excess Withholding 

Taxes‒), cuyo objetivo es hacer que los procedimientos de retención en origen en la Unión 

sean más eficientes para los inversores transfronterizos y las administraciones nacionales 

mediante el establecimiento de mecanismos que, de un lado, eviten la doble imposición 

 
73 G20 (2024), págs. 4-5.  
74 Escéptico con la propuesta se muestra AVI-YONAH (2024), págs. 1791-1795. 
75 COMISIÓN EUROPEA (2025). 
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y reduzcan los costes de cumplimiento de las obligaciones tributarias para los inversores 

transfronterizos y, de otro, impidan que se eluda la tributación76. 

Así, en la Comunicación sobre la fiscalidad de las empresas para el siglo XXI, de 18 de 

mayo de 2021, la Comisión anunció la presentación de varias propuestas centradas en 

garantizar una imposición societaria equitativa y efectiva, así como la promoción de la 

inversión y la iniciativa empresarial productivas. Entre las iniciativas anunciadas para 

avanzar hacia una imposición societaria más equitativa y efectiva destacaba la 

presentación de una propuesta legislativa por la que se establecerían normas para evitar 

el uso indebido de sociedades fantasma (shell entities), carentes de presencia sustancial y 

actividad económica real, a efectos fiscales y que supondría la modificación de la 

Directiva de cooperación administrativa en el ámbito tributario. El texto de la propuesta 

de Directiva, técnicamente complejo, se presentó el 22 de diciembre de 202177. Pese a 

haber recibido el dictamen favorable del Parlamento Europeo, su examen quedó 

bloqueado en el Consejo ante la división de enfoques por parte de los Estados miembros 

y la preocupación mostrada en relación con la pérdida de soberanía fiscal, la creación de 

cargas administrativas desproporcionadas, la inseguridad jurídica y su interacción con las 

medidas establecidas en las directivas ATAD y DAC ‒cuyo proceso de evaluación aún no 

ha culminado‒.  La falta de progreso y posterior abandono de la propuesta Unshell ha 

supuesto, asimismo, el aplazamiento indefinido de la presentación de la propuesta de 

Directiva relacionada con los “facilitadores” de la evasión fiscal y la planificación fiscal 

agresiva (Securing the Activity Framework of Enablers o SAFE)78. 

La presentación de una propuesta legislativa para favorecer la financiación de las 

empresas mediante fondos propios frente a la financiación mediante deuda (Debt Equity 

Bias Reduction Allowance Directive o DEBRA) es una de las iniciativas destinadas a 

facilitar la inversión y la iniciativa empresarial productivas. El texto de la propuesta de 

Directiva se hizo público el 11 de mayo de 202279 y en él se prevé una reducción de la 

base imponible en el impuesto sobre sociedades ligada al incremento de los fondos 

propios (allowance on equity) y una limitación adicional a la deducibilidad de los gastos 

financieros netos. Sin embargo, a finales de 2022, Consejo decidió suspender su examen, 

debido a su interrelación con otras iniciativas legislativas presentadas por la Comisión en 

materia de impuesto sobre sociedades.  

El 12 de septiembre de 2023, la Comisión Europea publicó tres iniciativas legislativas, de 

mucho mayor alcance, tendentes a alcanzar normas comunes para la mejora de la 

fiscalidad de las empresas.  

La primera de ellas, conocida como iniciativa BEFIT (Business in Europe: Framework 

for Income Taxation) busca establecer un marco común para la imposición de las rentas 

de las empresas en Europa. La propuesta parte de las iniciativas previas de armonización 

de la base imponible del impuesto sobre sociedades presentadas por la Comisión en 2011 

y 2016, a las que remplaza, e incorpora las modificaciones pertinentes para adaptarlas a 

la imposición mínima global. El nuevo marco para el impuesto sobre sociedades pretende 

 
76 DOUE L-50, 10 de enero de 2025. Los Estados miembros deberán transponer la Directiva a la legislación 

nacional antes del 31 de diciembre de 2028, pero las normas nacionales, en principio, solo serán aplicables 

a partir del 1 de enero de 2030. 
77 COM (2021) 565 final. 
78 La Comisión Europea abrió un período de consulta pública entre el 6 de julio y el 12 de octubre de 2020. 

Para más información sobre este proceso y las contribuciones recibidas véase la consulta pública sobre 

“Tax evasion & aggressive tax planing in the EU – tacling the role of enablers’ initiative”, Ref. Ares (2023) 

704567, 31 de enero de 2023. 
79 COM (2022) 216 final.  
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proporcionar un código normativo único en materia fiscal para las empresas de la Unión, 

basado en una fórmula de reparto y una base imponible común. Sus objetivos son reducir 

los obstáculos para la inversión transfronteriza en el mercado único, reduciendo los 

trámites burocráticos y los costes de cumplimiento de la normativa tributaria, 

proporcionar una forma sencilla y equitativa de asignar los derechos de imposición entre 

los Estados miembros y garantizar una recaudación fiable y predecible. Tras su adopción 

por el Consejo, BEFIT debería entrar en vigor el 1 de julio de 2028. No obstante, esta 

propuesta constituye un proyecto a largo plazo y de carácter integral, en el que será 

necesario contar con la experiencia adquirida con la aplicación de la Directiva sobre 

imposición mínima global y asegurar la convivencia armónica entre ambas80.  

La propuesta de Directiva por la que se establece un sistema de imposición en la sede 

central (Head Offices Tax o HOT), por el que pueden optar las microempresas y a las 

pequeñas y medianas empresas (PYME) que operan de forma transfronteriza a través de 

establecimientos permanentes en otros Estados miembros, permite que los resultados 

imponibles de cada establecimiento permanente se calculen de conformidad con las 

normas aplicables en el Estado de la sede81. Con ello, se busca simplificar el 

cumplimiento del impuesto sobre sociedades para las PYME que deciden operar a través 

de las fronteras dentro de la UE, reducir la carga administrativa y costes relacionados con 

el cumplimiento de las obligaciones fiscales, fomentar la expansión transfronteriza y 

garantizar la igualdad de condiciones de las PYME en el mercado interior. Sin embargo, 

los debates celebrados en el Consejo en 2024 han puesto de manifiesto que, pese a existir 

una voluntad política general de facilitar las actividades de las PYME en el mercado 

interior,  la mayoría de Estados miembros han expresado su preocupación en relación con 

varios aspectos, como los relacionados con la pérdida de competitividad de los mercados 

nacionales, la complejidad administrativa y carga para los sistemas fiscales nacionales, 

los riesgos de abuso y de estrategias de planificación fiscal agresiva o los relacionados 

con la soberanía fiscal. La opinión generalizada es que la propuesta de Directiva no ofrece 

una base adecuada que permita realizar nuevos avances técnicos, siendo necesario realizar 

una análisis general de las medidas que podrían adoptarse, más allá de las medidas 

fiscales, para apoyar el crecimiento y participación de las PYME en el mercado interior.  

Finalmente, la propuesta de Directiva sobre precios de transferencia tiene por objeto 

asegurar una aplicación común del principio de plena competencia en toda la Unión con 

el fin de aumentar la seguridad jurídica, reducir el riesgo de litigios y costes de 

cumplimiento y evitar situaciones de doble imposición y de traslado de beneficios y 

elusión fiscal. Los progresos en el desarrollo de la propuesta han sido, sin embargo, muy 

limitados, ya que la mayoría de los Estados miembros no comparte la consecución de 

estos objetivos a través de un instrumento jurídicamente vinculante, mostrando su 

preferencia por enfoques de soft law. De nuevo, la principal preocupación es la pérdida 

de soberanía nacional en este ámbito, la merma de flexibilidad en la negociación y 

aplicación de las Directrices de la OCDE sobre precios de transferencia y la posibilidad 

de dar lugar a tratos asimétricos en este ámbito.  

En definitiva, frente a la fiebre armonizadora de la Comisión, los escasos progresos 

realizados muestran el enfriamiento del proceso por parte de los Estados miembros, 

reticentes a ceder nuevas parcelas de soberanía fiscal en el ámbito de la imposición directa 

societaria sin una análisis, discusión y negociación más sosegados de las distintas 

propuestas y donde sigue siendo un obstáculo importante el requisito de aprobación por 

 
80 BLAAKMAN Y KORVING (2024), pág. 386. 
81 COM (2023) 528 final. 
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unanimidad del Consejo. La nota disonante en esta dinámica la ha marcado la aprobación 

de la Directiva FASTER, posiblemente porque, pese a sus limitaciones82, constituye una 

respuesta a décadas de duplicidades y fricciones en la tributación de los rendimientos del 

capital mobiliario que ha restado competitividad a los mercados europeos de capitales.  

Por último, las fuertes presiones geopolíticas, económicas y fiscales de los últimos años 

han llevado a la Comisión, a raíz de la publicación del Informe Draghi de septiembre de 

202483, a renovar los esfuerzos por reforzar la competitividad europea mediante acciones 

como la brújula de competitividad de la UE84, los paquetes ómnibus de simplificación 

normativa85 y el pacto por una industria limpia86. Estas iniciativas buscan equilibrar 

competitividad y sostenibilidad mediante distintas medidas de simplificación normativa, 

reducción de cargas administrativas, estímulo de la inversión en sectores estratégicos e 

incentivos fiscales a las empresas. Respecto a estos últimos, la Comisión ha adoptado el 

marco de ayudas de estado para la industria limpia87, basado en el marco temporal de 

crisis y transición en vigor desde 2022, estableciendo un conjunto de condiciones para 

que los incentivos fiscales sean considerados compatibles con el mercado interior. 

Asimismo, el 2 de julio de 2025, la Comisión Europea publicó una recomendación sobre 

incentivos fiscales destinados a acelerar la transición industrial limpia88, que pueden 

adoptar la forma de amortización fiscal acelerada para ciertos activos tecnológicos o de 

créditos fiscales para empresas en sectores estratégicos para la transición ecológica. La 

recomendación ofrece poca luz sobre cómo conciliar la concesión de estos incentivos 

fiscales con las exigencias derivadas del Pilar 2, aunque parece sugerir que tales 

incentivos se estructuren como créditos fiscales reembolsables o se permita compensarlos 

con una gama de impuestos más amplia que el impuesto sobre sociedades.  

Una importante asignatura pendiente es avanzar en la potenciación de los instrumentos 

destinados a proporcionar seguridad jurídica a los contribuyentes obligados por las 

nuevas normas derivadas de BEPS 1.0 y 2.0. A este respecto, dentro del paquete de 

medidas para una fiscalidad justa y sencilla que apoye la estrategia de recuperación, la 

Comisión europea publicó a finales de 2021 las directrices para la aplicación del programa 

cooperativo europeo para grandes empresas multinacionales, comúnmente conocido 

como ETACA (European Trust and Cooperation Approach)89, inspirado en el programa 

ICAP (International Compliance Assurance Programme) desarrollado por la OCDE 

desde 2018. Ambos programas constituyen mecanismos cooperativos multilaterales de 

revisión de riesgos fiscales de grupos multinacionales de carácter voluntario basados en 

la confianza, la transparencia y la colaboración, que permiten a las empresas y 

administraciones tributarias participantes entablar un diálogo preventivo que facilite la 

reducción de  riesgos y controversias fiscales de naturaleza transfronteriza en el ámbito 

del impuesto sobre sociedades, evite problemas de doble imposición y minore los costes 

 
82 BUSTOS (2025), pág. 12, apunta como principales carencias no contar con una definición armonizada de 

beneficiario efectivo, no haber introducido un régimen de responsabilidades y sancionador estandarizado, 

no haber logrado establecer un sistema de reporte único de información, sino dos sistemas alternativos a 

opción del Estado miembro, y la proliferación de barreras de entrada a los procedimientos rápidos de 

devolución de retenciones en exceso.  
83 COMISIÓN EUROPEA (2025a). 
84 COMISIÓN EUROPEA (2025b). 
85 COMISIÓN EUROPEA (2025c). 
86 COMISIÓN EUROPEA (2025d).  
87 COMISIÓN EUROPEA (2025e).  
88 Recomendación (UE) 2025/1307 de la Comisión, sobre los incentivos fiscales para apoyar el Pacto por 

una Industria Limpia a la luz del Marco de ayudas estatales del Pacto por una Industria Limpia, DOUE L-

1307, 9 de julio de 2025. 
89 COMISIÓN EUROPEA (2025f).  
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de cumplimiento fiscal. No obstante, presentan diferencias significativas derivadas no 

solo de la mayor madurez del programa ICAP, sino también del diferente número de 

administraciones tributarias participantes en uno y otro, sus diferentes alcances subjetivo 

y material y distintos modos de funcionamiento y actos resultantes de la revisión realizada 

por las administraciones participantes90.  

La primera fase de ETACA comenzó con la puesta en marcha de su primer proyecto piloto 

en noviembre de 2021, en el que participaron catorce Estados miembros como parte del 

Grupo Director de ETACA y tres empresas multinacionales. El proyecto piloto se centró 

específicamente en determinados riesgos de precios de transferencia con la finalidad de 

mejorar los niveles de seguridad jurídica en el marco de dichas operaciones y reducir el 

riesgo de doble imposición. No obstante, es esperable que en posteriores fases piloto se 

expanda su operatividad.  

Ante los niveles de complejidad, fragmentación e incertidumbre alcanzados en el 

escenario post-BEPS de transformación del marco tributario internacional, los 

mecanismos y medidas destinados a proporcionar seguridad jurídica ex ante y prevenir y 

resolver las controversias fiscales deben ser bienvenidos y, sobre todo, potenciados91.  

 

4. IDEAS FINALES: PARADIGMAS Y CUESTIONES PENDIENTES EN EL 

ESCENARIO GLOBAL DE LA FISCALIDAD INTERNACIONAL 

Desde la irrupción del Plan BEPS de la OCDE/G20 en 2013, el escenario de la fiscalidad 

internacional asiste a un proceso de reflexión y reordenación de sus principios, conceptos 

y reglas fundamentales con la finalidad, por un lado, de dar una respuesta más equitativa 

y eficaz ante las manifestaciones de capacidad económica que, siguiendo las reglas 

tradicionales de la fiscalidad internacional, quedan liberadas de tributación y, por otro, de 

reasignación de los derechos impositivos entre países de residencia y de fuente en una 

economía digitalizada. El futuro inmediato de la fiscalidad internacional exige estar 

atentos a la evolución de los elementos definitorios o paradigmas de este proceso de 

transformación. 

El primero de ellos es el reforzamiento y ampliación de las competencias materiales de 

los actores internacionales y supranacionales, del papel de los foros, otros nuevos actores 

y redes de colaboración internacional. Más allá de la corrección de la doble imposición 

internacional o la prevención de la evasión y la elusión fiscal internacionales, la 

globalización y la digitalización han evidenciado la necesidad de una mayor coordinación 

de las políticas tributarias de los Estados, acudiendo para ello a mecanismos de 

cooperación o de respuesta multilateral a nivel internacional y supranacional. La OCDE 

ha asumido un papel de liderazgo en esta labor y ha buscado involucrar en el proceso y 

en sus resultados a todos los países y jurisdicciones interesados, incluido los países en vía 

de desarrollo, mediante la creación del Marco Inclusivo. Sin embargo, las críticas a la 

opacidad institucional y procedimental de los procesos de toma de decisión y a la falta de 

inclusividad y participación real de todos los países y jurisdicciones involucrados en el 

Marco Inclusivo ha derivado en la propuesta de creación de una nueva estructura de 

gobernanza fiscal internacional más inclusiva y eficaz en el seno de la Organización de 

Naciones Unidas (ONU), fortaleciendo el papel de este actor internacional en la 

generación de un consenso internacional en materia tributaria. Dada la incapacidad de 

 
90 Véase CALDERÓN CARRERO Y QUINTAS SEARA (2022), págs. 43, 55 y 56. 
91 Sobre el estado actual de la seguridad jurídica en la fiscalidad internacional, sus fuentes y efectos sobre 

decisiones empresariales véase SERRANO ANTÓN (2018), págs. 1-54. 
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afrontar internamente las consecuencias fiscales de la globalización y la digitalización de 

la economía, la búsqueda de mecanismos de respuesta coordinada a nivel internacional 

constituye una alternativa necesaria, aunque, como advierte la literatura científica, la 

asignatura pendiente aquí es asegurar la legitimidad de las estructuras institucionales, 

procedimientos y mecanismos decisionales de tales organizaciones92. 

Otro de los elementos definitorios del escenario de la fiscalidad internacional es la 

búsqueda del consenso internacional a través del multilateralismo frente al bilateralismo 

y a las respuestas unilaterales. Aunque el multilateralismo ha estado siempre presente en 

el desarrollo de los estándares tributarios internacionales (v. gr., a través de los modelos 

de convenios tributarios de la OCDE y de la ONU), el escenario actual se caracteriza por 

potenciar los instrumentos multilaterales dentro del sistema de fuentes, así como por el 

mayor alcance y amplitud de las medidas propuestas. El máximo exponente de este 

paradigma lo constituye el Instrumento Multilateral para aplicar las medidas relacionadas 

con los tratados fiscales para prevenir la erosión de bases imponibles y el traslado de 

beneficios (MLI), en vigor desde el 1 de julio de 2018, que ha alcanzado un importante 

nivel de participación. A 18 de junio de 2025, 105 jurisdicciones lo han firmado y, de 

ellas, 89 lo han ratificado93, demostrando un significativo nivel de consenso en el proceso 

de actualización rápida y eficaz de la red internacional de convenios de doble imposición 

derivado de las propuestas del Plan BEPS, facilitado por su carácter de “mínimo de 

mínimos”94 y por los elementos de flexibilidad que incorpora ‒elección de los convenios 

comprendidos, juego de opciones y reservas y sistema de consentimientos cruzados‒, lo 

que aumenta indefectiblemente las asimetrías y bilateralidad en sus efectos, así como la 

complejidad del panorama convencional.  

Frente al elevado consenso internacional alcanzado en la rápida actualización de la red 

convencional derivada de las propuestas del Plan BEPS, las medidas que acompañan el 

desarrollo de los dos pilares están encontrando mayor resistencia. El convenio multilateral 

por el que se incorpora la denominada Cantidad A del Pilar 1 (MLC) no ha abierto el 

proceso de firma y ratificación. Pese a reconocer limitados derechos de gravamen 

adicionales a las denominadas jurisdicciones de mercado, la exigencia de eliminar 

medidas unilaterales y la gran complejidad técnica que su implementación comporta no 

favorece su firma por parte de aquellas. Asimismo, las jurisdicciones de residencia de los 

grandes grupos multinacionales encargadas de reconocer esos nuevos derechos 

impositivos no parecen dispuestas a hacerlo. Por otro lado, si bien el enfoque relativo al 

Pilar 2 no requiere, respecto a las reglas modelo, de un acuerdo multilateral, sino un 

respaldo suficiente de Estados y jurisdicciones para su incorporación en el ordenamiento 

tributario interno, la falta de compromiso expreso o tácito mostrado por importantes 

actores de la escena internacional arroja sombras de duda sobre su evolución futura y, en 

clave europea, obligan a reflexionar sobre la aplicación futura de la Directiva sobre 

imposición mínima global. En lo que atañe a la regla de sujeción a impuestos (STTR) del 

Pilar 2, en septiembre de 2023, el Marco Inclusivo de la OCD/G20 concluyó las 

negociaciones relativas al convenio multilateral para facilitar su implementación, 

actualmente abierto a firma. Sin embargo, a 19 de septiembre de 2024, solo 9 

jurisdicciones han firmado un instrumento multilateral que, aunque contribuye a restituir 

los derechos de imposición de los estados de origen, incorpora importantes limitaciones 

 
92 Véase, a este respecto, GARCÍA PRATS (2025), págs. 63-77, con abundantes referencias bibliográficas. 
93 https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/topics/policy-sub-issues/beps-mli/beps-mli-signatories-and-

parties.pdf (último acceso: 27.07.2025). 
94 MACHANCOSES GARCÍA (2024), pág. 199. 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/r02/url?o=https%3A//www.oecd.org/content/dam/oecd/en/topics/policy-sub-issues/beps-mli/beps-mli-signatories-and-parties.pdf&g=OWUyNTQxM2JmYmU4OTEyNg==&h=MDNkNjlkMWY1ZDA1NTAwYTBmMzlhM2RiNjQ0M2ZlYjhmODMxZDkwMWMxZTI5OTg0ZjkzZWQ1ZDZiOGUwMGZhYQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4ZDU1ZDVlYWVjYTMzNDFjMzhlYjBlYjhiMTBlY2Y3MDo3OnA6VA==
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que presumiblemente se traduzcan en pocos ingresos fiscales frente al coste 

administrativo que su aplicación comporta.   

El actual escenario internacional está, asimismo, marcado por la importancia creciente 

del denominado soft law (informes, recomendaciones, directrices, reglas modelo, mejores 

prácticas), que avanza desde las tradicionales indicaciones sobre la interpretación de las 

normas convencionales hacia el condicionamiento de los sistemas tributarios internos 

mediante la elaboración de modelos impositivos, hipercomplejos y dinámicos, que 

conllevan la adopción de nuevos impuestos de naturaleza complementaria materialmente 

adoptados fuera de las instituciones nacionales (y supranacionales) legitimadas para ello, 

cuyo papel se limita, en la mayoría de los casos, a rechazarlos o aprobarlos. La 

interpretación y aplicación de estos nuevos impuestos conforme a las directrices 

elaboradas por el Marco Inclusivo de la OCDE/G20 desafía los principios de primacía 

del Derecho de la Unión, de seguridad jurídica y de legalidad y obligará a avanzar en una 

clarificación adecuada de los efectos del denominado soft law, distinguiendo “según se 

centren en la clarificación y desarrollo de derecho internacional (tratados tributarios) o 

cuando su objeto y finalidad sea interpretar y modular el derecho tributario interno, 

condicionando su contenido y significado”95.  

En este complejo panorama, si hay algo sobre lo que no existe disenso es en las 

elevadísimas dosis de complejidad que las nuevas medidas y propuestas introducen en el 

escenario fiscal global.  Por ello, otra de las cuestiones pendientes es avanzar hacia una 

política fiscal más equilibrada donde la consecución del objetivo de una mayor equidad 

fiscal se concilie con el desarrollo de instrumentos que proporcionen seguridad jurídica, 

eviten la aparición de conflictos y, en definitiva, faciliten al máximo el cumplimiento de 

las obligaciones fiscales por parte de los contribuyentes.  

De igual forma, el desarrollo de los nuevos estándares y normas de transparencia y 

cooperación administrativa internacional en materia tributaria se está realizando sin tener 

en cuenta la necesidad de reconciliar el interés público con una protección adecuada al 

mayor riesgo de injerencia sobre los derechos fundamentales de los obligados tributarios 

afectados por tales medidas, debiendo avanzarse en la fijación de estándares mínimos a 

nivel internacional y supranacional que aseguren su respeto y reconocimiento.  
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